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      Prólogo a la nueva edición


      Cuatro décadas después


      Desde 2007 el sistema capitalista conoce la mayor crisis sistémica desde la vivida en la segunda y tercera década del siglo xx. Esta fue enfrentada con medidas que cabe agrupar en parámetros dentro de dos modelos principales, por un lado el fascista –con variantes italianas, germanas, japonesas y otras– y, por otro lado, el de regulación estatal en alguna de las variantes del new deal iniciado a partir de 1933 por la Administración Roosevelt en EEUU.


      La República de Chile conoció aplicaciones contrapuestas del segundo modelo desde la elección del gobierno de Frente Popular en 1938, hasta la insurrección encabezada por el Comandante en Jefe del Ejército en septiembre de 1973. Bajo la influencia de economistas formados en la escuela de Raúl Prebisch en la Comisión Económica de la ONU para América Latina (CEPAL), el gobierno de la Unidad Popular alcanzó entre 1970-1973 uno de los niveles más altos de democracia económica y social hasta entonces practicados en un sistema político representativo pluralista, de orientación socialista.


      Una insurrección armada en 1964 impuso una dictadura sobre los brasileños a la que siguieron otras sobre los pueblos de Argentina, Ecuador, Perú, Bolivia y Uruguay. Al cabo de una inmensa operación desestabilizadora, la Administración de Richard Nixon logró destruir en 1973 los fundamentos de la democracia también en Chile, con cuyo fin movilizó a sus aliados en Europa, a dictadores latinoamericanos y, también, al gobierno democristiano del presidente Caldera que controlaba los suministros de petróleo procedentes de Venezuela.


      Antes, en el extremo europeo del mundo hispánico, la intervención de Alemania e Italia había destruido entre 1936 y 1939 las instituciones republicanas e impuesto sobre los españoles la dictadura fascista del general Franco que en 1969 proyectó sucederse a sí misma designando, en la Jefatura vitalicia del Estado y de las FFAA, a un oficial formado en sus Academias militares y Borbón de apellido.


      A partir de 1973 el capital financiero, nacional e internacional, ha apoyado en Chile –y en cuantos otros países ha podido lograrlo– la desnacionalización de recursos, el incremento de los medios de represión social, política, cultural y económica, de discriminación en salud, trabajo, educación, información, igualdad y solidaridad. La interacción entre capital financiero y represión socioeconómica ya la había constatado el primer relator al que la ONU en 1977 confió estudiar dicha relación y los crímenes sistemáticos y masivos a que ha sido sometido el pueblo chileno desde el 11 de septiembre de 1973:


      […] la masa de esa cooperación ayuda a fortalecer y mantener en el poder un sistema que practica una política de violaciones a gran escala de esos derechos […] la actual cooperación económica a menudo es instrumental a la perpetuación o al menos la continuidad de la actual situación de enormes violaciones de los derechos humanos. […] A fin de lograr esa cooperación […] la «solidez» [de los indicadores macroeconómicos] solo puede lograrse con una redistribución del ingreso desfavorable a la inmensa mayoría de la población […] para atraer inversiones la pobreza y atraso del pueblo trabajador no son considerados un factor negativo[1].


      Uno de los efectos acumulados ha sido que para 2011 el 10,1 por 100 del ingreso total de Chile se lo estaba apropiando el 0,01 por 100 de la población (1.200 personas), mientras el 0,1 por 100 y 1 por 100 de la población lo hacía, respectivamente, del 17,6 por 100 y del 30,5 por 100 del total del ingreso. Es la escala más desigual de los países de la OCDE, con las consiguientes consecuencias negativas para la sociedad. En España, los porcentajes respectivos de población concentraban el 1,5, 3,9 y 10,4 por 100 del ingreso total nacional[2]. En contraste, durante el gobierno de Allende más del 60 por 100 del ingreso nacional lo percibían los asalariados.


      El creciente control sobre el Estado y sus gestores así logrado por el capital financiero, la reducción de las personas a mero valor contable pecuniario, se prolonga hasta hoy, en ósmosis con la continuidad de la propiedad de los medios de producción e información, de la burocracia civil y de los aparatos militares, policiales y judiciales que sostuvieron a ambas dictaduras.


      Resulta esclarecedor que la mayoría de la cúpula del Tribunal Supremo español –la denominada Sala del artículo 51 de la Ley Orgánica del Poder Judicial– hasta hoy sigue formada por jueces que juraron lealtad al dictador y preservan la impunidad absoluta de los crímenes de lesa humanidad cometidos como medio para destruir las libertades republicanas. En Chile, el mismo paradigma empezó a resquebrajarse solo a partir de 1998, después de que con apoyo de las víctimas lograra yo que jueces europeos ordenaran detener en Londres, a efectos de su extradición y enjuiciamiento, al general responsable de los mayores crímenes de la historia de Chile.


      El sufragio universal suprimido desde el 1 de abril de 1939 en España fue restablecido en 1977, pero bajo un sistema electoral que discrimina el voto urbano, que en circunscripciones de ámbito provincial obliga a votar listas cerradas, bloqueadas, de candidatos sometidos a dirigentes oportunamente cooptados y financiados para prolongar el legado socioeconómico de la dictadura. En Chile, el sufragio universal abolido el 11 de septiembre de 1973 fue restablecido en 1989, pero bajo un sistema electoral concebido para asegurar la sobrerrepresentación de dirigentes cooptados con igual propósito.


      Las organizaciones políticas así construidas y, por su intermedio, las administraciones públicas que gestionan, se han subordinado a las exigencias especulativas del capital que alimentan la crisis sistémica en desarrollo desde 2007. Ese año el PIB crecía en España al 3,9 por 100 anual, el superávit presupuestario era del 1,9 por 100, la deuda pública el 36,3 por 100 del PIB y el desempleo el 8,3 por 100, desde entonces ha encadenado cinco años sucesivos de recesión inducida con el resultado de que en el primer trimestre de 2013 el PIB continúa cayendo un 2 por 100, el déficit público es del 6,3 por 100 y la deuda pública ha aumentado al 90,2 por 100 del PIB, al imponer a los contribuyentes asumir la carga provocada por la quiebra de bancos privados, mientras el desempleo escala al 27,1 por 100 (al 57 por 100 entre los menores de 25 años)[3]; al tiempo que son reducidos o desmantelados los servicios públicos en sanidad, educación, cultura, justicia, vivienda, y se apertrechan recursos para disuadir o reprimir las protestas.


      En España, desde la destrucción de las instituciones republicanas en 1939, los regímenes sucesivos se han sostenido cediendo control sobre el territorio, la población y sus activos a la coalición liderada por Alemania hasta 1945, después por EEUU –compartida con Alemania desde 1977–. Sin política exterior ni defensa propias, perdida en el año 2000 la capacidad de acuñar moneda, en 2011 cedida la aprobación de los Presupuestos del Estado a instituciones europeas fuera del control democrático y subordinadas a las prioridades de otros estados, y elevada a rango constitucional la preterición de todas las funciones del Estado al reembolso de la deuda externa, la deslegitimación del Estado y sus representantes ha llegado a tal extremo que su desintegración territorial ha quedado a merced de que Alemania y/o EEUU la reconozcan… a menos que antes los pueblos de la península Ibérica y/o Europa acuerden y logren recuperar su alienada soberanía popular y se doten de estructuras de democracia participativa que respondan ante aquella.


      El gobierno de la Unidad Popular entre 1970 y 1973 entendía que era perjudicial a la autonomía económica y política de Chile y a los intereses de América Latina permanecer encerrados dentro de las «fronteras ideológicas» fijadas por las potencias hegemónicas que se enfrentaron en la Guerra Fría (1946-1989). En consecuencia, en 1971 el de Chile fue el primer gobierno del continente americano que estableció relaciones diplomáticas con la China Popular y otros Estados de Asia en lucha por emanciparse de gobiernos neocolonizados.


      Cuatro décadas después la situación es muy distinta, la mayoría de los Estados de América Latina confluye en acuerdos que aumentan la autonomía de cada uno y la del conjunto, los intercambios directos entre los países del hemisferio sur se han incrementado exponencialmente, mientras en Europa se interrogan sobre las consecuencias del final del ciclo de globalización imperial iniciado en el siglo xvi, y EEUU otea el final del que comenzó en el siglo xix.


      Desde 2008, China es el país con mayores reservas financieras y su economía está recuperando el lugar predominante que durante milenios fue el suyo –hasta la segunda mitad del siglo xviii–. Las proyecciones que se consideran más serias estiman que en 2020 los llamados «países emergentes» habrán doblado su parte en los activos financieros y que para 2030 la parte conjunta de EEUU, Europa y Japón en el ingreso mundial habrá descendido del 56 por 100 actual a mucho menos de la mitad, al tiempo que, probablemente, ningún país será hegemónico en un mundo multipolar de redes y coaliciones.


      Cualquier proyección o estimación actual será ciertamente modificada por los hechos que sobrevendrán. Nuevas formas de barbarie, xenofobias y belicismos emergerán a favor de la actual manifestación de crisis del sistema capitalista y de las instituciones que le están sometidas. Es necesario concebir y construir alternativas que defiendan de manera efectiva los principios de humanidad y las libertades de los pueblos y las personas, la supervivencia del ecosistema. En ese camino de luchas y esperanzas, de regresiones y avances siempre reversibles, se halla la impronta de los pasos dados por Allende de Chile. El testimonio que publiqué en 1976 se reedita ahora en su versión original íntegra.


      Joan E. Garcés


      Madrid, 12 de mayo de 2013


      
        
          [1] A. Cassese, Rapporteur: Study on the Impact of Foreign Economic Aid and Assistance on Respect for Human Rights in Chile, ONU, Economic and Social Council, E/CN.4/Sub.2/412, 20 de julio de 1978, vol. IV, paras. 496-497, subrayado en el original.
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      Presentación


      El proceso chileno ha puesto en evidencia graves lagunas o errores de la praxis revolucionaria dominante en el movimiento obrero y popular. Laguna ha sido, por ejemplo, el desconocimiento que en sus partidos y organizaciones dirigentes existía sobre la política militar antiinsurreccional, particularmente antigolpe de Estado, a través de las técnicas de la defensa civil. La ausencia de una concepción teórica y operativa de estas últimas creó un vacío en la estrategia político-militar de la Unidad Popular (UP) que redujo progresivamente su capacidad de iniciativa y de defensa.


      Semejantes insuficiencias se vieron acompañadas por otras más graves. El carácter de la alianza y coexistencia entre clases y sectores sociales, la naturaleza y función del Estado, la necesidad de una dirección unida del movimiento popular, la defensa de la nación como totalidad frente al asedio de una potencia extranjera, son algunos de los problemas de cuya solución depende el destino de un proceso de transformación de un sistema capitalista en favor de una alternativa socialista, y en los que la experiencia chilena ha revelado hasta qué punto algunos de los conceptos más generalizados de la teoría de la transición al socialismo pueden ser inadecuados ante las exigencias cambiantes de la evolución histórica y la especificidad única de cada proceso social.


      Todo ello, sin embargo, no debe empalidecer el hecho de que la meta y el camino que intentó seguir el pueblo protagonista de este libro, la denominada «vía chilena al socialismo», reunía un síndrome de elementos definitorios –políticos, sociales, económicos, militares–, que la convierten en la experiencia más moderna hasta la fecha de revolución anticapitalista, conteniendo los gérmenes de una modalidad de transición al socialismo nunca antes desarrollados hasta un nivel comparable: plena vigencia de la democracia como forma de vida en el seno de los sectores y organizaciones integrantes del bloque social popular, reconocimiento de derechos políticos y civiles iguales a la oposición, respeto del Estado de derecho como norma de regulación de la vida colectiva, rechazo de la guerra civil como vía de resolución de las contradicciones sociales, libre ejercicio de las libertades de organización, conciencia y expresión sin más restricciones que las contempladas en un régimen legal fundamentado en la voluntad nacional manifestada a través del sufragio universal, libre, secreto y con pluralidad de partidos, etcétera.


      De modo complementario, las técnicas contrarrevolucionarias que fueron puestas en práctica por el gobierno norteamericano y la burguesía criolla para derrotar a los trabajadores chilenos, son un ensayo de un fenómeno de envergadura: la prueba de la capacidad de ciertas tácticas y estrategias aplicadas a la destrucción y escarmiento de un pueblo en busca de su liberación social y nacional en el presente contexto de las relaciones mundiales, en particular en su proyección latinoamericana pero con elementos comunes válidos para otras regiones, incluida Europa Occidental.


      En la medida en que tales técnicas contrarrevolucionarias han predominado en la práctica, han demostrado estar de alguna manera más desarrolladas que las utilizadas coetáneamente por el movimiento popular. Y el éxito de su aplicación en Chile entre 1970 y 1973 anticipa, y asegura, su reaparición en otras latitudes donde la supervivencia del sistema capitalista se enfrenta a un desafío de naturaleza comparable.


      Algunas de las dimensiones más cruciales de la historia del gobierno de la Unidad Popular, las de orden estratégico, es propio de su carácter que solo fueran plenamente conocidas por la dirección superior del gobierno. Difícilmente puede comprenderse o interpretarse esta experiencia histórica sin ellas. La confianza política y la amistad con que me distinguiera Salvador Allende me situaron en una posición de responsabilidad singular en el periodo comprendido entre junio de 1970 y el 11 de septiembre de 1973. La masacre del palacio de La Moneda y las ejecuciones de dirigentes que siguieron me han convertido lamentablemente en el único superviviente de los colaboradores políticos personales del presidente Allende. Era mi deber contribuir al entendimiento del periodo que se cerraba aquel 11 de septiembre con este testimonio, que dirijo en primer lugar a los trabajadores chilenos, escrito a partir del ángulo de enfoque que fue el mío: la presidencia de la república, síntesis que era de un gobierno, de la coalición de partidos de la Unidad Popular y de la Central Única sindical, de un Estado institucionalizado y de una sociedad nacionalmente vertebrada.


      J. E. G.


      París, julio de 1975

    

  


  
    
      I. Tradición histórica y praxis presente o la actualidad de un viejo debate


      El problema que nos ocupa se refiere a la conquista del poder por las organizaciones de trabajadores con voluntad de reemplazar el modo de producción capitalista por el socialista. Queremos plantearlo en el marco de una sociedad políticamente desarrollada, con prácticas y valores democráticos arraigados en la estructura social, generalizados al conjunto de la población e institucionalizados, en una estructura económica integrada y dependiente del sistema capitalista internacional –en grado mayor o menor–. Con lo que delimitamos nuestro campo visual a los países que han experimentado de una u otra forma la revolución democrático-liberal, históricamente vinculada al desarrollo del capitalismo industrial y de los conflictos sociales entre burguesía y clase obrera. Queremos, asimismo, referir nuestro análisis al periodo condicionado por el desenlace de la guerra de 1939-1945 y por la tecnología termonuclear de que disponen las políticas militares de Estados Unidos y la Unión Soviética, principales centros de poder mundial de los sistemas capitalista y socialista, respectivamente.


      Algunas de las cuestiones teórico-prácticas que esta problemática tiene planteadas tienen una larga trayectoria en el decurso de las luchas revolucionarias del movimiento obrero. Preciso será, por consiguiente, tener en cuenta antecedentes cuya influencia ha sido considerable en la formación histórica y en la praxis actual de las fuerzas organizadas con una teleología socialista. En cada experiencia histórica confluyen factores que resultan específicos en su ubicación estructural y en su articulación con circunstancias nacionales y externas únicas. Pero cada marco histórico concreto se ve, a su vez, trascendido en la medida que se manifiestan fenómenos sociales recurrentes que, en condiciones distintas de tiempo y espacio, se hallan presentes en todos los países que han recorrido o recorren un proceso de agotamiento y transformación de las estructuras básicas en las que se asienta el modo de producción capitalista.


      El desarrollo de un sistema socioeconómico, en el cual los trabajadores y sus organizaciones representativas sean hegemónicas en el conjunto del cuerpo social, requiere la resolución favorable, por parte de aquellos, de la pugna en torno del poder. Resolución que no se produce en un momento temporalmente delimitado y preciso, en función de un hecho histórico de trascendencia especial, sino que se prolonga a lo largo del ciclo de cambio de las estructuras socioeconómicas, antecede y sigue a las manifestaciones de crisis en que se confrontan de modo más directo y nítido las fuerzas favorables y adversas al sistema capitalista. El control del poder por los trabajadores no se resuelve tampoco de una vez por todas con motivo de una gran victoria política y militar, sino que se requiere de una acción anterior y posterior continuada y permanente; en todo caso, hasta que la configuración social se encuentre articulada de modo tal que las causas –nacionales e internacionales– de la concentración del poder entre los propietarios y los manipuladores del capital dejen de existir. Aun con toda su importancia, el logro de la dirección del aparato del Estado no es sino el término de una etapa en el largo camino de la socialización del poder, que se continúa ciertamente con otros recursos y características distintas, pero que se prolonga por años, por décadas…, por último por tiempo indefinido, en la medida que las contradicciones y conflictos en torno del poder y de su utilización surgen y se desarrollan en cualquier sociedad, tanto entre clases y capas sociales distintas como dentro de una misma clase. En un sistema socialista, las contradicciones políticas son de naturaleza sin duda diferente de las propias de configuraciones socioeconómicas anteriores, pero no por ello el problema de su control y el sentido de su utilización dejan de ser causa de tensiones y conflictos.


      Importa destacar que la modalidad concreta que asume la transición al socialismo en un país depende, en gran manera, de las características distintivas que informan la fase previa a la conquista del poder del Estado por los trabajadores. Lo que viene a significar que la forma y el contenido del periodo de transición están condicionados por la naturaleza de la crisis que puso término a la capacidad de continuidad (mantenimiento + evolución) del sistema capitalista. Y en especial por un hecho que, aun siendo instrumental, tiene la más alta trascendencia en el terreno práctico: la mediación o no de una guerra –civil o internacional– como vehículo de solución del conflicto en torno de la hegemonía de los intereses del bloque social obrero-popular por encima de los del burgués.


      Que una situación de crisis estructural se resuelva o no a través del enfrentamiento armado depende no solo de factores internos al sistema en cuestión, sino también externos. Entre estos últimos es decisiva la capacidad de intervención que puedan tener los sistemas de fuerza (económica, militar y política) del mundo capitalista y socialista sobre el país cuya clase dominante siente amenazados los pilares de su hegemonía social. Entre los factores internos, dos son especialmente relevantes: por un lado, el nivel de contradicción existente entre los distintos sectores sociales, que los lleva a agruparse en torno al polo burgués o proletario, y por el otro, el carácter del Estado y del sistema político.


      La naturaleza de la crisis de un sistema capitalista –variable dependiente a efectos de nuestro estudio– se halla de este modo condicionada por la conciencia de sí y para sí de la clase obrera y su capacidad orgánica relativa frente a la de su principal antagonista. Así como por la naturaleza de la estructura económica del país y su relación de dependencia respecto del sistema capitalista internacional –variables principales–. La resolución de la crisis seguirá una u otra vía en función de las características que informen a las variables intervinientes mencionadas.


      De este modo, la crisis de hegemonía del bloque social burgués y la resolución del conflicto en torno del poder, desde el punto de vista de la transición al socialismo las podemos descomponer, a efectos analíticos, en las variables siguientes:
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      Crisis del sistema capitalista y guerra civil


      Sin crisis social no hay cambio de régimen ni, con mayor motivo, de sistema político. La desarticulación de los mecanismos integradores y reguladores de un sistema económico es el principal precipitante de una crisis social. Pero ni toda crisis económica conduce a una crisis social, ni toda crisis socioeconómica desemboca en crisis general del sistema político existente, sino que el proceso está condicionado por la presencia y naturaleza de otros fenómenos sociales.


      Es en torno a estos últimos, a su delimitación, articulación y función, que gira el debate político, tanto teórico como práctico. En ambos terrenos las fuerzas sociales interesadas en la continuidad de las variables esenciales del sistema capitalista, y las partidarias de su reemplazo por otras de orientación socialista, sostienen una batalla sin tregua.


      Después de la Segunda Guerra Mundial, coincidiendo con el periodo de liquidación de los imperios coloniales europeos y el propósito de Estados Unidos de asumir la dirección central del mundo no socialista, la sociología norteamericana ha llevado a cabo una vasta inversión de recursos técnicos y humanos en el estudio y comprensión del cambio sociopolítico.


      La modernización y el desarrollo político de los países industriales hegemónicos han sido analizados sistemáticamente con el propósito de establecer las relaciones institucionales y estructurales que han permitido el desarrollo del modelo capitalista de crecimiento, y las conclusiones han sido puestas al servicio de los centros de poder económico, militar, político y cultural del sistema capitalista internacional para su difusión e instrumentación generalizada; y no solo en países periféricos sino también en los centrales. El estudio de la articulación entre las principales escuelas sociológicas, en especial la funcionalista y estructuralista de inspiración parsoniana, y los intereses materiales de mantenimiento del sistema capitalista, está por hacer. Pero es, sin duda, un campo fructífero para profundizar en la relación entre epistemología e intereses sociales.


      En los años de la Guerra Fría y durante los años sesenta, las teorías funcionalistas que se ocupan del análisis de la dinámica del cambio, del crecimiento y del desarrollo, están guiadas predominantemente por la problemática en torno a la conservación y continuidad del sistema, buscando siempre las causas del equilibrio que absorba las presiones sin transformar las estructuras básicas[1].


      En un balance hecho en 1973, uno de los principales exponentes de la teoría funcional-estructuralista del desarrollo político se veía llevado a constatar que


      La búsqueda de una teoría para el desarrollo empezó en la misma era que produjo los Cuerpos de Paz. Muchas esperanzas y expectativas vanas sobre la muerte de la ideología y acerca de la evolución en Occidente, así como sobre el descubrimiento de modelos de modernización a bajo costo y altamente rentables para las naciones nuevas se han venido desvaneciendo desde entonces[2].


      Aunque esta constatación es en sí misma víctima de la ideología de su autor, al identificar la causa –necesidad material de evitar la «revolución en el Oeste»– con el efecto –esperanza de invalidar la «ideología» socialista y de llevar a cabo la «modernización» sin revolución anticapitalista–, ella es sintomática del contexto histórico en que tiene lugar la reflexión teórica.


      Es frecuente observar entre los especialistas en ciencias sociales de motivación anticapitalista un cierto menosprecio, cuando no desconocimiento, de la especulación teórica dentro de las principales escuelas sociológicas contemporáneas de Norteamérica. Se comete con ello un doble error. Si por un lado esta ignorancia contribuye a desaprovechar algunas elaboraciones técnicas de indudable eficacia y valor, cualquiera que sea la axiología o teleología de las fuerzas sociales que las utilicen, y de un nivel de sofisticación que rara vez se encuentra entre los sociólogos de vocación socialista, por otro lado se deja de percibir la magnitud del peligro que la utilización de estas técnicas sociales encierra para el presente y futuro de las relaciones humanas, en especial en los países que están dentro del sistema capitalista internacional. No solo las ciencias físico-naturales han sobrepasado el umbral en el que los recursos técnicos con que cuentan pueden ser puestos al servicio de la destrucción de una comunidad o de la humanidad entera. Aunque de manera diferente, menos ostensible, también contribuyen a ello las ciencias sociales, al poner sus técnicas al servicio del poder de Estados con vocación de opresión local o mundial, obsesionados por incrementar la capacidad de sus aparatos de control social, de movilización de recursos especiales en periodos de tensión, de manipulación y neutralización de los movimientos de protesta, de adulteración de las innovaciones institucionales intersocietarias, etc. Las técnicas modernas para mantener el poder económico –sobre los medios de producción, distribución e intercambio–, el poder político-militar sobre los medios de represión, el poder social sobre los medios de coacción y el poder cultural sobre los medios de creación, difusión y conservación de los valores, cuentan con disponibilidades históricamente sin paralelo, muy superiores a las que tenía a su alcance el estado nazi que arrastró a Europa a la mayor vorágine de terror y destrucción hasta entonces conocida.


      Solo la democratización y la socialización creciente de los instrumentos de poder pueden evitar a las sociedades contemporáneas ser sometidas al despotismo que las técnicas, cada vez más perfeccionadas, de control y destrucción ponen al alcance de los sectores o clases dominantes atemorizados de perder su hegemonía social. Los regímenes nazi-fascistas surgidos en los años veinte y treinta perdieron una batalla militar en 1945, pero no han perdido todavía la guerra… En estos términos razonaba el general Franco tras la derrota de sus protectores en Alemania e Italia. Y los hechos posteriores le dieron la razón durante tres décadas. Estados Unidos y la derecha europea asumieron el relevo de Hitler y Mussolini para ayudarle a mantener su régimen. Al mismo tiempo que respaldaban a cuantos gobiernos antipopulares en el Tercer Mundo no cuestionaban los fundamentos de la estructura del poder del sistema capitalista mundial. Desde Diem en Vietnam al general Park en Corea, pasando por el general Suharto en Indonesia y las dictaduras militares brasileña y griega instauradas en 1964 y 1967, respectivamente, con la complicidad directa de los Estados Unidos[3], cuáles no han sido los progresos técnico-científicos de los medios de represión para mantener los sistemas sociopolíticos tradicionales. Al decir de James R. Schlesinger,


      […] nuestra política con aquellos que no están completamente ni con Occidente ni con los soviéticos será más efectiva cuando se haya construido un sistema de disuasión, un sistema de recompensas y sanciones que sea percibido anticipadamente, por lo menos de manera vaga […] El énfasis que hemos puesto en los paradigmas de democracia, de igualdad de ingresos, en los programas de bienestar, me parecen equivocados. Aquello en lo que nosotros estamos fundamentalmente interesados es en gobiernos estables, no comunistas, que dirijan –y puedan conservar– el apoyo de sus pueblos […] Demasiada insistencia en la introducción de las formas democráticas, donde el espíritu de la democracia no existe puede dar oportunidades […] a quienes podrían promover cambios sistemáticos, a quienes podrían impulsar la revolución […]. Hay momentos en que los procedimientos democráticos deben ser introducidos, y hay momentos en que semejante introducción debe ser evitada […] Ello implica que nosotros necesitamos adquirir las técnicas para mantener la fuerza del liderazgo de quienes deberíamos desaprobar en otras condiciones[4].


      El exponente de tan clara doctrina fue promovido a director de la CIA en 1973, y nombrado secretario de Defensa posteriormente, hasta noviembre de 1975.


      En los Estados Unidos y Europa, en los propios terrenos de batalla donde el fascismo fue combatido por las armas, nadie puede pretender razonadamente que el peligro de una reiniciación de aquel –en formas renovadas pero de contenido más temible– haya desaparecido. Que el sistema social actual entre en una crisis de envergadura suficiente para poner en jaque la hegemonía del bloque social hoy dominante, y este no dejará de intentar recurrir a medios de represión de una capacidad destructiva equivalente al grado de la amenaza que siente cernirse sobre él.


      Es en función de los recursos técnicos y científicos contemporáneos, de la capacidad de ser utilizados por las fuerzas sociales en pugna, como debemos contemplar en todo momento la lucha por el poder. Y, sin embargo, cuántos postulados legados por la historia del movimiento obrero anterior a la Primera Guerra Mundial continúan sobreviviendo, a pesar del profundo cambio intervenido en el desarrollo de las fuerzas de producción, y de los medios generados para asegurar la continuidad de las estructuras básicas de subordinación de los trabajadores a las organizaciones representativas del capital. Permítasenos volver la mirada hacia algunos antecedentes históricos de fenómenos políticos presentes.


      Todavía está vivo en los países capitalistas un clásico dilema que animó las polémicas tácticas del movimiento obrero europeo a fines del siglo xix. A título de ilustración, retengamos un ejemplo entre muchos, el debate entre los líderes socialistas franceses Jean Jaurès y Jules Guesde. ¿La clase obrera, debe considerar la posibilidad de conquistar el poder controlando progresivamente los centros político-representativos del estado burgués fundamentados en el sufragio universal? Sí, responde Jaurès, apoyándose en una premisa y en una condición. La primera, que al asumir puestos representativos, desde las municipalidades hasta el gobierno central, el movimiento obrero «es tanto una fracción del proletariado en ascenso como una fracción del estado burgués». La segunda, «que la clase obrera esté organizada, unificada, que frente a todos los restantes partidos anárquicos y discordantes aquella sea un solo partido, al igual que es una sola clase».


      No, replica por el contrario Guesde,


      la revolución que os concierne solo será posible si vosotros sois vosotros mismos, clase contra clase, sin conocer y no deseando conocer las divisiones que pueden existir en el mundo capitalista […] el día en que el proletariado comprendiera y practicara la lucha de clases capitalista, ese día no habría más socialismo […] los trabajadores serían una clase más, un partido a la zaga, domesticado, sin razón de ser y, sobre todo, sin porvenir[5].


      Esta contraposición de tácticas tenía lugar en 1900, aun dentro de un mismo partido, el Socialista francés. Después de la guerra europea y del éxito de la Revolución de octubre de 1917 en Rusia, el mismo debate ha continuado, pero desde un Partido Socialista dividido en dos. La historia del movimiento obrero posterior a 1917 está marcada por esta división.


      ¿La conquista del poder por los trabajadores en los países industriales solo es posible tras una guerra internacional o una sucesión de guerras internacionales? Esta es la conclusión lógica a la que lleva el desarrollo de la vía insurreccional como táctica revolucionaria. La integración e interdependencia del sistema capitalista mundial hace que este reaccione solidariamente contra la amenaza revolucionaria en una de sus partes; en especial, el país o conjunto de países hegemónicos se arrogan la responsabilidad principal en la tarea de sofocar las rebeliones locales. Aunque con un significado social distinto, es un mecanismo semejante al que operó en toda Europa contra la consolidación primero, y la irradiación después, de la revolución burguesa en Francia a fines del siglo xviii y comienzos del xix, inspirando la doctrina y la acción intervencionista de las grandes potencias de la Santa Alianza en los países amenazados por algún intento revolucionario liberal-burgués.


      Los socialistas de mediados del siglo xix buscaron en la experiencia histórica de las revoluciones burguesas anteriores extraer enseñanzas y anticipaciones sobre las modalidades que adoptarían las revoluciones proletarias. La teoría y la práctica de las insurrecciones obreras como vía de conquista de poder, están impregnadas del éxito de la insurrección de París en 1789 y de las jornadas de las barricadas de 1830 que derrocaron a los Borbones. Durante más de un siglo, en muchos movimientos obreros nacionales se ha buscado denodadamente una nueva Bastilla para tomar por asalto. Del mismo modo, muchos socialistas del siglo xix buscaron en la experiencia internacional que acompañó a los levantamientos revolucionarios burgueses una anticipación de lo que debía esperarse que acaeciera a los levantamientos obreros futuros. Francia fue el país donde la revolución burguesa avanzó más por la vía insurreccional después del levantamiento de París en 1789. Pero Inglaterra, al frente de las monarquías tradicionales del continente, terminó venciendo a los ejércitos salidos de la revolución, y la monarquía tradicional fue restaurada en Francia y en todos los demás países que se habían visto afectados, de uno y otro modo, por el efecto de propagación de la experiencia francesa. De ahí que, a mediados del siglo xix, tras la derrota de las insurrecciones populares que tuvieron lugar en París y otros puntos de Europa en 1848, no es extraño que Marx considerara que:


      La liberación de Europa, sea por la sublevación de las nacionalidades oprimidas que buscan su independencia, sea por el derrocamiento del absolutismo feudal, se halla determinada, por consiguiente, por el éxito de la sublevación de la clase obrera francesa. Pero cada revolución social francesa fracasa debido a la burguesía inglesa, a causa de la dominación mundial, industrial y comercial de Gran Bretaña. Cualquier reforma social parcial en Francia y, en general, en el continente europeo es siempre un buen deseo piadoso, vacío, en la medida que se pretende irreversible. Y la vieja Inglaterra será derrocada por una guerra mundial en la que solo el partido de los Cartistas, el partido obrero organizado inglés, puede ofrecer las condiciones para la victoria de una sublevación contra sus gigantescos opresores[6].


      Según esta perspectiva, la derrota en una guerra internacional de la metrópoli hegemónica del capitalismo mundial podría permitir la revolución socialista en el seno de aquella, condición sine qua non para que la clase obrera de otros países pudiera a su vez intentar o estimar definitiva la toma del poder. La tesis que afirma que el desarrollo del capitalismo lleva en su seno la creación de las condiciones para una guerra internacional, y que las profundas mutaciones producidas por esta debían dar paso al triunfo de la revolución proletaria, es una constante en la teoría marxista del siglo xix. Así, al reflexionar sobre el destino de Europa tras las guerras victoriosas de Prusia sobre Francia y Austria que permitieron la unificación de Alemania, Engels preveía en 1887 que en lo sucesivo


      para Prusia-Alemania no puede haber otra guerra que no sea la mundial, más aún, una guerra mundial de amplitud e intensidad jamás conocidas. De ocho a diez millones de soldados se degollarán unos a otros […] las devastaciones de la Guerra de los Treinta Años, concentradas en tres o cuatro años, se extenderán a todo el continente […] los viejos Estados con su prudencia tradicional se hundirán, decenas de coronas rodarán por el pavimento, y nadie se dignará a recogerlas. No es posible prever cómo terminará todo esto, ni cuál de los beligerantes saldrá victorioso del combate. Un solo resultado es absolutamente seguro: todo el mundo estará agotado, y nosotros contaremos con las condiciones para la victoria final de la clase obrera[7].


      Treinta años después, la Primera Guerra Mundial y la Revolución bolchevique probaban hasta qué punto semejante anticipación tenía fundamentos reales. Concepción de la evolución de la historia, que en el caso de Engels no era lineal ni determinista a corto plazo, importante es decirlo, pero sí en una perspectiva de secuencias temporales más amplias:


      La guerra nos hará retroceder [al proletariado] quizás hasta el fondo, y nos arrancará sin duda muchas posiciones ya conquistadas. Pero cuando vosotros [los capitalistas] habréis desencadenado las fuerzas que ya no podréis continuar dominando, las cosas seguirán implacablemente su curso normal: al final de la tragedia vosotros estaréis arruinados, y la victoria del proletariado estará ya asegurada o será por último inevitable[8].


      Lenin aceptó y desarrolló estos planteamientos, pero los modificó en función de su propia experiencia nacional, al sostener que la victoria del socialismo era posible en un pequeño número de países e incluso en uno solo, en virtud de la ley del desarrollo económico-político desigual del capitalismo. Entre los bolcheviques acabó por imponerse la tesis de que no cabía esperar el triunfo en los países industrializados para iniciar la revolución socialista en Rusia. En lo demás, Lenin coincidía con Marx en que el nuevo Estado socialista sería asediado por los del mundo capitalista, por lo que debía atraer hacia sí a


      las clases oprimidas de los otros países, empujándolas a la insurrección contra las capitalistas, empleando incluso –en caso de necesidad– la fuerza militar contra las clases explotadoras y sus estados[9].


      De esta perspectiva leninista nos importa retener aquí dos elementos. Primero, la consideración de la insurrección obrera como vía principal de conquista del poder. Después, el apoyo logístico-militar que aquella requiere para vencer por la fuerza de las armas a las clases explotadoras y a sus estados. En otras palabras, la complementariedad e interdependencia existente entre la insurrección obrera y la guerra civil en el supuesto de que la burguesía tuviera capacidad de respuesta frente al levantamiento popular.


      Sin una previa revolución socialista en los países capitalistas dominantes, venía a decir Marx en 1849, las insurrecciones obreras en los otros países o están condenadas al fracaso o, de triunfar, no pueden ser consideradas como irreversibles, ya que pesa sobre ellas la amenaza de la intervención contrarrevolucionaria extranjera. La existencia de un Estado socialista consolidado, agregaba Lenin, permitirá en lo sucesivo que los trabajadores insurrectos cuenten con su ayuda solidaria, incluida la militar.


      Aparentemente contrapuestas, en sustancia estas dos proposiciones se complementan. En torno a ambas podría agruparse la historia social del último siglo y medio. Allí donde las fuerzas capitalistas, nacionales o internacionales, se han encontrado en posición dominante, las insurrecciones obreras han sido ahogadas en sangre. Solo en los países donde en el momento oportuno han podido contar con un respaldo económico-militar suficiente para sostener un enfrentamiento con las fuerzas contrarrevolucionarias, o disuadirlo, las organizaciones de la clase obrera han conquistado o retenido el poder. No hay excepción. Así, por ejemplo, sin el respaldo económico-militar de Hitler y Mussolini, la sublevación militar de la derecha española en julio de 1936 no hubiera podido mantenerse, ni quizá nacer. Sin el arribo de material de guerra soviético pocos meses después, la clase obrera española no hubiera podido resistir durante 1937 y 1938 la prolongación de la guerra. En 1939, el equipamiento bélico de las tropas de Franco era muy superior al del ejército gubernamental, lo que resolvió la suerte del enfrentamiento. Sin el apoyo económico-militar del bloque socialista, la revolución cubana difícilmente hubiera sobrepasado el año 1961, y la guerra de Indochina no hubiera seguido la evolución que ha conocido.


      Cualesquiera que sean las circunstancias internas de una sociedad, la toma del poder por los trabajadores se halla sobredeterminada por la incidencia de la correlación de fuerzas movilizadas en torno suyo por los sistemas mundiales capitalista y socialista. Incidencia asimétrica y cambiante según el periodo histórico y la región geopolítica.


      Regresemos por un momento, sin embargo, a la polémica en el seno del Partido Socialista francés entre Jean Jaurès y Jules Guesde. Este último, al criticar la posición de Jaurès favorable a una táctica obrera de conquista de los centros político-representativos del Estado burgués, se fundamentaba en una premisa de larga tradición en la historia revolucionaria: la socialización de los medios de producción será posible «en cuanto el partido obrero haya agrupado en torno a su programa de expropiaciones una minoría proletaria suficiente»[10].


      «Una minoría proletaria suficiente.» Un frente de clase, y una minoría social. Evidentemente, Guesde es lógico consigo mismo cuando no solo descarta como vía hacia el poder la táctica político-institucional de lograr una mayoría socialista en el Parlamento –en esa época centro del poder político del Estado–, sino también la táctica insurreccional a través de la huelga general revolucionaria, porque «habría que esperar demasiado tiempo»[11]. La fundamentación que hace Guesde de semejantes tesis es doble. Por un lado, la referencia histórica a las experiencias revolucionarias burguesas:


      es violentamente, por la fuerza, como el Tercer Estado se ha instalado en el poder. Es violentamente, por la fuerza, que a la primera quiebra de la burguesía gubernamental el Cuarto Estado, organizado en su elite, meterá su mano de productor sobre la república de nuestro tiempo[12].


      En segundo lugar, la ilusión largo tiempo mantenida de que la lucha electoral del partido obrero –necesaria en ciertas fases del proceso revolucionario– tiene que desembocar fatalmente en la insurrección proletaria. La legalidad electoral burguesa sería así utilizada como arma defensiva y ofensiva para preparar la «ruptura de la legalidad», verdadero camino de la revolución.


      Que el incremento del poder político de la clase obrera por la denominada «vía electoral» culmina en la insurrección obrera es una creencia ampliamente compartida por los dirigentes del movimiento socialista internacional de fines del siglo xix y comienzos del xx. Todavía en 1918, Émile Vandervelde, líder del Partido Socialdemócrata belga, sostenía que


      contrariamente a lo que algunos pretenden, yo no he subordinado jamás la emancipación del proletariado a su advenimiento electoral o legal […] [el aumento de su fuerza electoral] pone a prueba su derecho a la insurrección, realizando su revolución ineluctable. Este es el lenguaje que yo he empleado en todas partes y en todo momento[13].


      Sin embargo, en ningún país donde el movimiento obrero ha conquistado y ha practicado las formas de lucha política propias de un sistema fundado en el sufragio universal, se ha instalado un gobierno socialista por la vía insurreccional. Y lo contrario es igualmente cierto: en ningún país donde ha triunfado una insurrección proletaria, el movimiento obrero había incorporado a su praxis las formas de lucha democrática fundamentadas en el sufragio universal, es decir, en la democracia política.


      La razón de esta constante histórica merece ser considerada atentamente. En el fondo del problema se encuentra el hecho de que los fundamentos socioeconómicos y políticos que hacen viable la lucha social por la vía político-electoral, no solo son distintos sino incluso contrapuestos a los de la vía insurreccional. Un proceso de desarrollo revolucionario que ha seguido una de estas vías tácticas, no puede proseguir por la otra si previamente no han desaparecido los fundamentos de la primera. Cambio de vía que es mucho más complejo que el simple cambio de agujas de una red ferroviaria, pues reposa en condicionamientos de la estructura socioeconómica y en las relaciones políticas, económicas y militares –nacionales e internacionales– que requieren secuencias de tiempo generalmente largas.


      No establecer las diferencias estructurales, institucionales y temporales que configuran la naturaleza y la factibilidad de una u otra perspectiva táctica puede conducir a las confusiones más espectaculares. Como la muy clásica de disociar las urnas electorales y los fusiles al estilo de:


      Siempre la fuerza ha coronado y permitido culminar la acción gubernamental o política iniciada en el boletín de voto. El fusil ha completado la urna. De ahí nuestras dos armas, impuestas por la experiencia de toda la historia: las urnas primero, el fusil después, que los acontecimientos pondrán en nuestras manos, a pesar de nosotros mismos[14].


      Semejante contraposición entre voto y fusil es inexacta, y ha llevado a consecuencias prácticas catastróficas. No hay ningún sistema político basado en el sufragio universal que primero nazca y después se mantenga operante, si no cuenta con fusiles que lo respalden. Es decir, con un ejército o fuerza armada que, por una u otra razón, apoya una forma de Estado democrático. Lo que en realidad se contrapone a las formas de lucha social por la vía político-institucional no son los fusiles –que la presuponen– sino los fusiles abriendo fuego –es decir, la guerra civil–. De ahí que la presencia simultánea de formas de lucha legales e ilegales solo es posible desarrollarla hasta sus últimas consecuencias en la perspectiva táctica que implica propiciar –o dejarse arrastrar a– la guerra civil como medio de resolución del conflicto estratégico en torno a la detentación del poder. Lenin establecía claramente el nexo lógico entre ambos supuestos. Cuando criticaba al legalismo de los partidos socialistas europeos y exigía que «es necesario completarlo mediante la creación de una base ilegal, de una organización ilegal, de un trabajo socialdemócrata ilegal, sin por ello entregar una sola posición legal» partía del supuesto de que el trabajo revolucionario que merecía el nombre de socialista era el que estaba conforme con que


      la consigna que generaliza y orienta este trabajo, que ayuda a unir y a soldar a quienes desean concurrir a la lucha revolucionaria del proletariado contra su gobierno y su burguesía, es la consigna de guerra civil[15].


      En los orígenes de la escisión de los partidos socialdemócratas después de la guerra de 1914-1918, la división de la clase obrera que más ha marcado la historia contemporánea de los países industriales, se encuentra –entre otros factores acumulativos–, la creencia de todo un sector del movimiento obrero internacional, encabezado por el triunfante partido bolchevique ruso, de que la lucha de clases mediante la articulación de formas legales e ilegales debía aceptar llegar hasta el límite de la guerra civil e incluso ingresar en esta última.


      Se necesitará una perspectiva histórica mucho más amplia que la que tenemos ahora, cincuenta años después de aquella escisión, para juzgar cabalmente la influencia positiva o negativa de esta última proposición táctica en el destino del movimiento obrero durante el siglo xx, particularmente en los países industriales de Europa y, por extensión, en todas las regiones del mundo que han dependido económica y militarmente de aquellos durante las pasadas décadas. Pero entre las constataciones que hasta la fecha se pueden hacer se encuentra la siguiente: desde que el partido bolchevique demostró en 1917 la posibilidad de que la clase obrera conquistara y retuviera el poder, en los países industrializados todo intento de revolución socialista por la vía de la guerra civil ha terminado en fracaso o en baño de sangre. De modo semejante a como desde 1959-1960, en cuanto Estados Unidos y la derecha latinoamericana percibieron el sentido revolucionario del movimiento castrista que acababa de instaurarse en Cuba, dispusieron toda una estrategia militar y político-económica para aplastar de inmediato los conatos de emulación guerrillera en el continente. Solo en los casos vinculados a los efectos derivados de una guerra internacional, y en países de régimen colonial, semicolonial o bajo dominación extranjera –Yugoslavia, China, Vietnam, Corea del Norte–, la guerra civil ha sido ganada por las fuerzas populares. Y cuando la guerra civil revolucionaria tiene un escenario geográfico nacional, como en el caso del Vietnam del Sur, su evolución y desenlace se encuentran internacionalizados en la medida que dependen no solo de sus protagonistas locales principales, sino también del nivel de la solidaridad de terceros países con los combatientes, en especial de los socialistas –encabezados por la URSS– y de los capitalistas –encabezados por los Estados Unidos.


      Así, desde el punto de vista de su dimensión internacional podemos decir que cuanto más un proceso revolucionado de significado anticapitalista se aproxima en su desarrollo a la guerra civil, su suerte está más directamente condicionada por las relaciones militares entre las grandes potencias y su resultante sobre el país en cuestión. Cuanto más absoluto es el poder militar de una potencia en una región geográfica, sin contrapeso, mayor es la propensión que tiene a propiciar la solución de un conflicto revolucionario en el terreno de las armas, si ello contribuye a sofocarlo más eficazmente que por otros métodos. Poco importa el relieve o significado del país afectado. La estrategia norteamericana posterior a la Segunda Guerra Mundial ha venido elaborando un consenso creciente en tomo al principio según el cual toda acción revolucionaria en un lugar intrínsecamente sin importancia puede atentar contra la seguridad de los Estados Unidos, al estimular acciones posteriores en lugares más importantes que pueden llevar a una cadena de revoluciones capaz de provocar el declive de su hegemonía mundial. El presidente Ford lo expone claramente cuando sostiene en público que «ha sido tradicional en nuestro país –antes, durante y después de la Segunda Guerra Mundial– mezclarnos directa o indirectamente en los asuntos de un país extranjero si nuestra seguridad nacional se halla en juego. Mientras la intervención tenga lugar eficazmente, nosotros no deberíamos excluir una acción responsable de esta naturaleza. Rechazarla categóricamente o fijarle limitaciones precisas no sería conveniente por parte del presidente de Estados Unidos»[16].


      En cualquier guerra limitada, el raciocinio seguido por una potencia militar hegemónica para determinar su nivel de intervención empieza por evaluar el grado de implicación en ese conflicto de cualquier potencia militar rival, y las consecuencias que ello conlleva para su propia seguridad. Prosigue por la estimación de la capacidad material y psicológica de sus aliados en el país en cuestión para sostener los costos de la lucha contra las fuerzas adversarias, y solo en tercer lugar atiende a la identidad y naturaleza de los directamente enfrentados en el conflicto local[17].


      Un proceso revolucionario que se desarrolla en un entorno internacional militarmente dominado por las fuerzas capitalistas debe evitar a cualquier costo derivar hacia una situación de guerra civil. Cuanto más se aproxima hacia esta, más medios tiene la contrarrevolución para vencer militarmente a la vanguardia revolucionaria. Así, por ejemplo, aun cuando el golpe militar del 25 de abril de 1974 –no una insurrección obrera– derrocó al Estado parafascista portugués y permitió la instauración de un gobierno de coalición entre las Fuerzas Armadas y los partidos populares sin disparar un solo tiro, si había una previsión que se pudiera hacer sobre la evolución del nuevo régimen era que la contrarrevolución no abandonaría el propósito de crear las condiciones susceptibles de permitirle provocar la guerra civil, puesto que anticipaba que el desenlace de esta última no podía ser sino la derrota de las organizaciones obreras. Portugal está dentro del sistema militar de la OTAN, sin que las fuerzas militares del Pacto de Varsovia puedan compensar la capacidad –y voluntad– de intervención del primero en respaldo de cualquier cuerpo armado con designios antirrevolucionarios. Desde este punto de vista, el desafío que tenían planteado los partidos obreros y populares portugueses era el de hacer progresar el proceso revolucionario evitando la guerra civil. Lo que implica unas opciones tácticas bien distintas de aquellas que, al aceptar o presuponer la continuidad del proceso a través de la guerra civil, la facilitan.


      En la medida en que haya mediación entre toma del poder por la clase obrera, guerra civil y guerra internacional, la previsión de Marx de 1849, antes mencionada, tiene hoy mayor validez que entonces: solo la revolución socialista en el propio centro neurálgico del mundo capitalista puede permitir la construcción del socialismo en los países sometidos a su sistema de dominación. Algunas «innovaciones» han surgido, sin embargo, en los instrumentos bélicos a lo largo de los siglos xix y xx. En la época de los mísiles balísticos intercontinentales con cabezas múltiples y de los blindados, las barricadas como forma de lucha popular tienen la misma actualidad que los fusiles de aguja. Si el conjunto de las guerras napoleónicas costaron a Europa alrededor de dos millones de vidas humanas[18], la guerra mundial de 1914-1918 fue cinco veces más mortífera[19] y la de 1939-1945, veinticinco veces, causando unos cincuenta millones de víctimas. El armamento creado después de 1945 puede hacer desaparecer prácticamente a todo el género humano en caso de una nueva conflagración general.


      Por otro lado, si la guerra civil entre 1918 y 1920 costó a la Unión Soviética un millón de muertos en combate[20], es decir, trece personas por cada mil habitantes, la Guerra Civil española de 1936-1939 elevó aquella cifra a veinte muertos por igual número de habitantes[21], y la de Vietnam, entre 1961 y 1973, significó más de un millón de vietnamitas muertos en combate como soldados regulares o irregulares, es decir, treinta muertos por cada mil personas[22]. Pero las víctimas entre la población civil han aumentado en una proporción aún mayor. Mientras la guerra civil soviética significó la muerte de unos 60 civiles por cada mil, en Vietnam se calculan las víctimas civiles en cerca de 150 por mil. A lo que habría que añadir las vastas destrucciones de la ecología del país producidas por los sofisticados medios de aniquilamiento biológico ensayados por Estados Unidos en Vietnam, sin precedente en la historia.


      El costo de las crisis internas e internacionales del sistema capitalista y de su superación por la vía de la guerra civil o mundial ha cambiado muchas veces de valor cualitativo desde 1844. En gran parte debido al desarrollo científico-técnico de los medios de represión y destrucción. Pero tras el estallido de la primera bomba atómica en Hiroshima en 1945, las guerras totales anteriores pueden ser respecto de la futura lo que las de arcos y flechas a la de 1939-1945. Y si el costo de la próxima conflagración internacional es la destrucción de la humanidad, o algo equivalente, ¿cabe atribuir a la invocación de la guerra como vehículo de solución de los conflictos presentes y futuros otro valor que el negativo absoluto?


      La insurrección como táctica revolucionaria


      La guerra civil favorece a aquel contendiente que cuenta con mayores recursos económico-militares. Y tras la batalla, vae victis… los sistemas políticos cimentados con la argamasa regada en la sangre de las guerras revolucionarias tienen una dureza y firmeza especiales, tanto en el caso del triunfo de la revolución –URSS– como de la contrarrevolución –por ejemplo, el régimen franquista en España.


      Como camino hacia el socialismo, la insurrección obrera y la guerra civil sin la presencia de una guerra internacional demostraron estar cerrados en los países industriales durante el siglo xix, y lo continúan hoy. Por otro lado, sin la unidad política de la clase obrera y demás sectores discriminados o explotados, el sufragio universal tampoco puede permitir a los trabajadores el reemplazo del modo de producción capitalista en los países donde este ha entrado en crisis. En virtud de ambos supuestos, ¿cuánto no ha pesado la división del movimiento obrero europeo entre la II y la III Internacional al facilitar, durante los años veinte y siguientes, una solución fascista a los países europeos que atravesaban una crisis más aguda en su sistema sociopolítico, permitiendo el acceso al poder de las fuerzas que precipitaron al mundo en la guerra de 1939-1945? Y ¿cuánto no ha influido el antagonismo entre los partidos socialdemócratas y comunistas en prolongar la hegemonía del bloque social burgués en los países de régimen democrático liberal, al impedir que el sufragio universal permitiera a las organizaciones obreras llegar al poder en los países cuyo modo de producción capitalista había entrado en crisis y transformarlo según criterios socialistas?


      Los fundamentos sociopolíticos y los medios que hacen posible la táctica insurreccional de conquista del poder son distintos de los de la guerra popular, como lo muestran las diferencias entre la experiencia bolchevique de 1917 y la china entre 1934 y 1949. Pero las diferencias son todavía más grandes entre las dos anteriores y la táctica político-institucional. Esta última es viable solo en un sistema político representativo, fundamentado en la voluntad popular expresada a través del ejercicio de las libertades políticas por el conjunto de la comunidad.


      Diferencias importantes tanto antes como después de la toma del poder por los trabajadores, pues la etapa de transición al socialismo se halla directamente condicionada por la vía táctica seguida para el acceso al poder. Vía insurreccional y pluralismo político tienden a excluirse, mientras que este último es consustancial a la vía político-institucional.


      La estructura organizativa y operativa concebida por Babeuf para promover una insurrección en París en 1795[23], reaparece en algunos de sus elementos fundamentales en las experiencias insurreccionales obreras posteriores, hasta nuestros días, sin que las diferencias y variantes particulares de cada caso histórico afecten a su esencia:


      a) la dirección del movimiento debe dotarse de una dirección centralizada, netamente jerarquizada, susceptible de adaptarse a circunstancias de clandestinidad;


      b) las acciones de encuadramiento, propaganda y movilización popular deben ser llevadas a cabo por equipos especialmente preparados para esta tarea, profesionalizados;


      c) el movimiento así organizado debe desarrollar una política tendente a generar un poder alternativo al que se trata de derrocar, en particular un ejército popular capaz de derrotar al del gobierno en funciones.


      En la Conspiración de los Iguales estaba previsto que la acción insurreccional propiamente dicha se daría como primera tarea ocupar los centros militares y los edificios gubernamentales, seguiría por la distribución de los bienes de producción y de consumo más necesitados por las capas populares (tierras, viviendas, alimentos, etc.), así como por la organización de un gobierno provisional.


      La insurrección de Babeuf fue abortada, pero sus dirigentes alcanzaron a formular las directrices según las cuales debía proceder el gobierno provisional revolucionario que querían instaurar:


      a) el gobierno provisional debía proceder en nombre y al servicio de la mayoría de la nación, pero sin estar sometido al control directo de aquella;


      b) el gobierno provisional asumiría la tarea de elaborar y promulgar una constitución democrática, pero antes de proceder a ello el gobierno asumiría una forma autoritaria no subordinada a normas jurídicas preexistentes;


      c) la organización centralizada y jerarquizada que preparó y dirigió la insurrección debía vigilar y controlar la actuación del gobierno provisional hasta que los objetivos de la revolución hubieren sido alcanzados.


      Semejante estructura de la preparación, génesis y desarrollo de un poder revolucionario, fue acompañada en el caso de la conspiración de los Iguales y en la praxis del movimiento obrero durante los dos primeros tercios del siglo xix, por dos factores de una importancia singular. Primero, el carácter social y políticamente minoritario, la elite du Quart-État, de que hablaba Guesde todavía en 1892, en que se apoya la toma del poder. Después, como consecuencia de lo anterior, la incompatibilidad congénita entre un régimen revolucionario así gestado y la vigencia de la democracia representativa fundada en la práctica de las libertades políticas y cívicas por todos los ciudadanos. Una insurrección triunfante que es socialmente minoritaria no puede organizarse políticamente y fundar la legitimidad del poder en la voluntad popular manifestada a través del sufragio. Solo la revolución socialmente mayoritaria puede hacerlo.


      De ahí el balance crítico que hacía Blanqui, en 1870, de sus experiencias anteriores:


      La invocación precipitada del sufragio universal en 1848 fue una traición premeditada […] las provincias se habían convertido en el objetivo del clero, de los funcionarios y de los aristócratas. Pedir el voto a semejante población esclavizada, equivalía a pedírselo a sus dueños […]. Un año de dictadura parisina en cuarenta y ocho años hubiera ahorrado a Francia y a la historia el cuarto de siglo que llega a su término. Si hacen falta diez años esta vez, no vacilemos […][24].


      No hay movimiento revolucionario inspirado en la toma del poder por la vía insurreccional que, en la práctica, antes y después de Blanqui, no haya contemplado en términos análogos el papel del sufragio universal:


      El pueblo no sabe: es preciso que sepa. Esto no se puede lograr en un día, ni en un mes. Siendo así que la contrarrevolución ha monopolizado la palabra desde hace cincuenta años, ¿es excesivo concederle como un año a la libertad? […]. Las elecciones, si se llevan a cabo, serán reaccionarias […]. Si el aplazamiento de las elecciones no permite al partido popular destruir los prejuicios y las calumnias difundidas en contra suya por las facciones retrógradas que se han arrogado violentamente, desde hace cincuenta años, el monopolio de la enseñanza política de las masas, el voto de mañana no podrá ser libre. Estará dictado por preponderancias hostiles, cuyo maquiavelismo ha adaptado la mayor parte de la población al yugo. La presencia de una Asamblea reaccionaria, lejos de restablecer la seguridad y la confianza, precipitaría la ruina del crédito y de las transacciones, desencadenando la guerra civil[25].


      El eco de estos planteamientos se ha escuchado en Portugal tras la insurrección militar del 25 de abril de 1974 que terminó con cinco décadas de dictadura fascista. De ahí que el Movimiento de las Fuerzas Armadas y el Partido Comunista hayan retrasado un año la elección de una Asamblea Constituyente, contrariando los anhelos de la derecha, y que antes de dar la palabra al sufragio universal el MFA y los partidos obreros hayan querido tener la precaución de instaurar las instituciones básicas del nuevo poder revolucionario, sustrayendo a la futura Asamblea Constituyente la competencia de cuestionarlas.


      Hace un siglo y medio, en marzo-abril de 1850, Marx y Engels recibieron en Londres la visita de dos emisarios de Blanqui[26], llegando en aquella oportunidad a ponerse de acuerdo en reconocer como objetivo común dos de los supuestos fundamentales de la vía insurreccional: instauración de la dictadura del proletariado y exclusión del poder político de las clases privilegiadas, hasta la realización del comunismo.


      De semejante coincidencia entre blanquismo y marxismo conviene retener aquí su dimensión realmente sustantiva, la exigencia táctica de que la insurrección revolucionaria victoriosa requiere organizarse en dictadura para consolidarse, pues las diferencias entre Blanqui y las concepciones marxistas sobre el socialismo son por lo demás profundas. Frente a la posición del revolucionario francés de considerar que una minoría de dirigentes podía sustituir a toda una clase en la dirección de la sociedad, asumiendo la representación del proletariado, Engels sostenía que:


      El supuesto de Blanqui de que una revolución puede ser llevada a cabo a través de la insurrección de una pequeña minoría conlleva la necesidad de una dictadura tras el éxito del levantamiento. Por supuesto que esto último no es una dictadura del proletariado, de la totalidad de la clase revolucionaria. Se trata más bien de la dictadura de la pequeña minoría que ha hecho la revolución, y que a su vez se ha organizado bajo la dictadura de uno o varios individuos[27].


      Con todo, con ser claro el rechazo de la dictadura de una organización sobre el conjunto de una clase, hay un problema de fondo que los teóricos marxistas del siglo xix no podían resolver, faltos como estaban de experiencias de insurrecciones triunfantes; ¿cómo estructurar el poder, su generación, ejercicio y control, en una sociedad en transición hacia el socialismo?


      Las indicaciones son necesariamente someras:


      necesidad de modificar la sociedad, mantenimiento de las instituciones democrático-republicanas como sus órganos motores, agrupación en torno del proletariado en tanto que fuerza revolucionaria […].


      Así ve Marx el sentido de las luchas obreras en Francia entre 1848 y 1850[28]. Elección popular y revocabilidad de los funcionarios públicos, salarios para estos idénticos a los de los obreros, supresión del ejército profesional en favor de un ejército popular, son las prefiguraciones del futuro régimen de transición al socialismo que Marx entrevé en la Comuna de París de 1871. La última, la existencia de un ejército del pueblo, más que una consecuencia es una condición previa para el éxito de una insurrección obrera; las dos restantes son apreciaciones parciales que, por lo demás, el fracaso de las insurrecciones del siglo xix no dio ocasión de demostrar que era imposible llevarlas a la práctica, como las experiencias socialistas del siglo xx lo probarían fehacientemente.


      La presencia de mecanismos democráticos de elección de las autoridades, en el sentido que lo entendían los marxistas del siglo xix, resultó inviable en las experiencias de transición al socialismo del siglo xx. Entre otras razones, por el hecho de que cada modo de generación de un nuevo régimen político-social engendra sus propias formas de gobierno, sus relaciones jurídicas particulares, que dependen de la relación entre las determinaciones generales de la toma del poder en un estadio social dado, por una parte, y las formas particulares que adopte la génesis del nuevo régimen político-social, por otra. Y un régimen de dictadura del proletariado nacido de una insurrección socialmente minoritaria –como era lo propio del nivel de desarrollo del capitalismo europeo en los dos primeros tercios del siglo xix–, es incompatible con un nivel de democratización interna como el que implican las anticipaciones tentativas de Marx sobre el periodo de transición.


      Los orígenes de la teoría política marxista están enraizados en el periodo histórico en que el nivel de desarrollo económico de las sociedades más industrializadas no ofrecía al proletariado mejor camino de acceso al poder que el insurreccional, puesto a prueba repetidas veces a lo largo del siglo xix, en particular en Francia. Ello ha marcado toda la problemática marxista sobre la cuestión del poder, en la medida que se parte de la premisa de que el grado de desarrollo del modo de producción capitalista es tan bajo que la revolución socialista basada en el proletariado no puede ganarse a la mayoría del cuerpo social sino después de la toma del poder. De aquí se desprende de modo natural que mientras el régimen socioeconómico en construcción a partir de la insurrección triunfante cuente con una base social minoritaria, las formas de organización política tienen que ser necesariamente las de una dictadura. Cuanto más reducida es la base social de apoyo de un régimen político, tanto más rígido y monolítico necesita ser este para imponer su autoridad, en especial si está procediendo a una transformación de las estructuras básicas de la sociedad. En semejante nivel de subdesarrollo del modo capitalista de producción, la insurrección aparece como la única vía de acceso del proletariado al poder, y la dictadura la única forma de mantenerlo.


      En este sentido, la insurrección obrera como camino hacia el poder se corresponde con un nivel de desarrollo de las estructuras económicas capitalistas suficientemente reducido como para que la supresión del modo de producción no pueda ser obra de la acción consciente y organizada de la mayoría social de un país. Transformar la revolución de la minoría en revolución de la mayoría exige un nivel de desarrollo económico suficientemente alto para que la mayor parte de la sociedad sienta necesidad de suprimir el modo de producción capitalista. Lo que no puede darse en los países cuyas formas de producción capitalista se encuentran en sus inicios o en los niveles intermedios que eran, mutatis mutandis, los de Europa Occidental en el siglo xix. De ahí que la revolución socialista en los países donde se ha iniciado en el siglo xx, desde Rusia hasta Yugoslavia, desde Vietnam a Cuba, no pudiera adoptar en el camino hacia el poder otra modalidad táctica que la insurreccional, y la de la dictadura del proletariado para su desempeño y organización.


      Democracia política y socialismo mayoritario


      La insurrección obrera como vía de conquista del poder y comienzo del periodo de transición al socialismo, presupone de modo complementario la ausencia de prácticas democráticas generalizadas entre las grandes masas, escasa participación en la vida pública e instituciones políticas no afirmadas en la voluntad consciente y organizada de la mayoría de los ciudadanos. En semejantes circunstancias podía concebirse que una minoría resuelta arrebatara el poder a otra minoría, en medio de la pasividad del resto. El propio Engels reconocía en 1895 que esta era la concepción teórica que fundamentaba las elaboraciones tácticas suyas y de Marx a mediados de siglo[29], en medio de un movimiento obrero débilmente organizado, sin formación ni experiencia políticas:


      En 1848, se podía contar el número de gente capaz de entender, aunque solo fuera pasablemente, en qué dirección se debía buscar esta emancipación. En París mismo, las propias masas proletarias no tenían aún, después de la victoria, absolutamente ninguna idea clara sobre el camino a seguir. Y, sin embargo, el movimiento estaba ahí, instintivo, espontáneo, imposible de ahogar[30].


      Si el Manifiesto del Partido Comunista fue escrito en 1848 en semejante contexto, no puede sorprender que ni una sola vez se mencione en él al sufragio universal como vía de acceso al gobierno. Solo tras conocer y estudiar la realidad socioeconómica inglesa, su vida política, la experiencia y fortaleza de su movimiento obrero –el más poderoso de Europa en esa época–, Marx llegó a contemplar alrededor de 1878 que en Inglaterra y Estados Unidos la insurrección no era el mejor camino hacia el poder para los obreros, sino más bien la lucha por la ampliación de la democracia y la conquista de una mayoría sociopolítica capaz de hacerles ganar el Parlamento. Vía político-electoral que, a diferencia de la insurreccional, no implicaba para el movimiento obrero la necesidad de negar y destruir totalmente el aparato del Estado («la máquina burocrático-militar») como condición previa de la revolución socialista. A diferencia de lo que ocurría en los aparatos estatales cerrados y refractarios a los intereses de los trabajadores, las conquistas democráticas de estos últimos en los países industrializados abrieron una perspectiva desconocida por el marxismo de mediados del siglo xix. En 1895 era Engels quien constataba las razones de la diferencia:


      Al utilizar así eficazmente el sufragio universal, el proletariado había puesto en práctica un método de lucha totalmente nuevo, que se desarrolló rápidamente. Se vio que las instituciones estatales donde se organiza la dominación de la burguesía ofrecen todavía posibilidades de utilización nuevas, que permiten a la clase obrera combatir esas mismas instituciones del Estado […] Y es de esta manera como la burguesía y el gobierno llegaron a sentir más miedo de la acción legal que de la ilegal del Partido obrero, de los éxitos electorales que de los de la rebelión. Pues en esta última, a su vez, las condiciones de lucha se habían transformado también seriamente […] No nos hagamos ilusiones al respecto: una auténtica victoria de la insurrección contra las tropas en el combate de calles, una victoria como en la batalla entre dos ejércitos, es muy excepcional […][31].


      Sin embargo, en 1917 Lenin entendía que habían dejado de tener vigencia las observaciones de Marx sobre el camino parlamentario y legal de la clase obrera hacia el poder que no presuponían una destrucción del Estado semejante a la del camino insurreccional y la guerra civil:


      ello era concebido en 1871, cuando Inglaterra era todavía un modelo de país puramente capitalista, pero sin militarismo y, en gran medida, sin burocracia. Marx hacía también una excepción con Inglaterra, donde la revolución e incluso la revolución popular parecía posible –y lo era, en efecto–, sin destrucción previa de la «máquina del Estado perfectamente lista». Hoy, en 1917, […] esta restricción de Marx no tiene ya vigencia […]. Actualmente, en Inglaterra como en América, «la condición primera de toda revolución popular real» es la demolición, la destrucción de la «máquina del Estado perfectamente lista»[32].


      Semejante revisión por Lenin del análisis de Marx sobre el camino del poder en los regímenes de democracia parlamentaria con vasta participación popular, hecha en vísperas de la insurrección bolchevique y refrendada por el éxito de esta, iba a tener decisivas consecuencias. La diferencia de condiciones e implicaciones de todo orden entre la táctica insurreccional y la político-institucional, es una perspectiva aún hoy por desarrollar en la teoría política marxista. Muy al contrario, es una de las más confusas, oscurecida por apasionadas polémicas entre los marxistas de fines del siglo xix y comienzos del xx, que se encuentra en el corazón mismo de la confrontación teórico-práctica que conduciría, después de 1918, a la división de los partidos de la clase obrera en Europa y al enfrentamiento entre los partidos comunistas y socialdemócratas.


      Una corriente del movimiento obrero, en especial en los países más industrializados, a partir de la última década del siglo xix piensa que:


      el equipamiento de los ejércitos modernos es infinitamente superior a las armas de que dispone la población civil, cualquier resistencia de esta última se encuentra, por lo general, reducida de inmediato a la impotencia. Por el contrario, las clases revolucionarias disponen hoy día de armas mejores que las del siglo xviii para organizar la resistencia desde el punto de vista económico, político y moral (libertades de asociación, de expresión y sufragio universal). Solo Rusia es una excepción a este respecto […][33].


      y que, por consiguiente,


      hay que ser un político ciego para sostener todavía hoy que el sistema representativo asegura, incluso bajo el reino del sufragio universal, el dominio de la burguesía, y que para derrocarlo haya que empezar por suprimir este sistema. A estas alturas se ve manifiestamente que un régimen verdaderamente parlamentario puede ser el instrumento de la dictadura del proletariado tanto como lo ha sido del de la burguesía[34].


      Otra corriente del movimiento obrero, mayoritaria en la subdesarrollada y autocrática Rusia de los zares, entiende que ha perdido toda validez la distinción que Marx y Engels hacían entre el camino parlamentario hacia la conquista del Estado (realidad inglesa) y la destrucción de este último mediante la insurrección del proletariado.


      El debate en torno de estas dos líneas prosigue aún hoy día. La teoría política revolucionaria tiene en su pasivo el inconmensurable costo social que, para el movimiento obrero de los países industrializados y de democracia avanzada, ha supuesto la confusión en que se han mantenido ambas tácticas. Durante tres generaciones, una parte considerable de militantes y dirigentes revolucionarios de los países industrializados han heredado, y reproducido, una praxis que prácticamente ignora las especificidades del camino hacia el poder en sistemas con un movimiento obrero de masas organizado legalmente dentro de Estados democráticos. Chile es el más reciente de una larga cadena de episodios trágicos que, de una u otra manera, se han visto favorecidos por semejante confusión de tácticas. Tendremos ocasión de ver más adelante el peso decisivo de esta última en los errores de la dirección del movimiento popular chileno entre 1970 y 1973, cuya acumulación terminó por franquear el paso a una sangrienta contrarrevolución, derivando en masacre obrera la evolución histórica que había permitido la instalación del gobierno de Allende en 1970.


      La táctica insurreccional presupone la inevitabilidad de la guerra civil en el camino hacia el poder, está vinculada a una concepción particular de las relaciones entre clases y sectores sociales e implica una organización política subordinada a las dos condiciones anteriores.


      La división de los partidos socialistas europeos después de 1918 obedece a causas múltiples, en especial a la guerra mundial de 1914-1918 y al apoyo que a ella brindó un sector de los principales partidos obreros al hacer causa común con los intereses imperialistas de sus respectivas burguesías nacionales. Pero la opción táctica que desde años antes venía debatiéndose en el seno de los partidos socialistas, acabó por convertirse, en esa coyuntura, en factor de división y enfrentamiento duradero entre socialistas y comunistas. La Internacional Comunista encuentra su razón de ser en la convicción de que «en casi todos los países de Europa y América la lucha de clases está entrando en la fase de la guerra civil». En consecuencia, «bajo estas condiciones los comunistas no pueden tener confianza en la ley burguesa. En todas partes deben crear un aparato paralelo ilegal, que en el momento decisivo debe ayudar al partido a cumplir su deber para con la revolución»[35].


      Sin embargo, no es tanto esta preparación teórica y práctica hacia la guerra civil como vía hacia el poder lo que aquí nos importa subrayar, sino la política de relaciones entre clases y capas sociales que la informa: considerar que el destino del socialismo está en las manos de una vanguardia proletarizada diferenciada que, más pronto o más tarde, deberá imponer su hegemonía sobre los otros sectores sociales, incluidos los no propiamente burgueses. Es decir, sobre la pequeña burguesía y también sobre aquellos sectores de obreros y trabajadores que no hagan suyo el programa y la táctica de la vanguardia. El partido de la revolución continúa, así, emplazándose objetivamente en la posición minoritaria que es consustancial a la táctica insurreccional. Si semejante ruptura y diferenciación se instrumenta a lo largo de las etapas de la lucha por el poder, solo una insurrección victoriosa puede llevar al partido de la revolución a conquistarlo y, dada su condición minoritaria, para retenerlo necesitará negar las libertades políticas tanto a la clase antagónica burguesa como a los trabajadores que no acepten la política de la vanguardia. La hegemonía del proletariado así concebida solo puede imponerse en un enfrentamiento armado, por poco que el amplio frente de oposición cuente con los medios para sostenerlo. Frente de oposición mayoritario y eventualmente guerra civil, que solo es posible en la medida que una parte considerable de los propios sectores populares –obreros, campesinos, sectores medios– haga causa común contra la socialmente minoritaria vanguardia revolucionaria[36].


      Un movimiento obrero que llega al poder por esta vía es obvio que necesita destruir previamente las instituciones políticas, jurídicas y militares del Estado preexistente. Tanto las de un régimen dictatorial como las de uno democrático-burgués.


      La táctica político-institucional reposa sobre fundamentos muy distintos, tiene una lógica de desarrollo diferente y la toma del poder por los trabajadores tiene unas consecuencias políticas igualmente contrapuestas a las de la vía insurreccional. Detengámonos un momento en este punto.


      El acceso al poder por los trabajadores por la vía político-institucional requiere la presencia acumulativa de factores como los siguientes:


      a) Una clase obrera poderosa desde un punto de vista numérico y de sus posiciones en la estructura productiva de la sociedad, lo que implica un nivel relativamente alto de industrialización y desarrollo del modo capitalista de producción;


      b) un movimiento obrero con alto nivel de unidad y cohesión interna, lo que es imposible si sus organizaciones representativas están divididas y enfrentadas a nivel nacional y/o internacional;


      c) la coalición en torno de la clase obrera de vastos sectores sociales populares –desde los campesinos a los pequeños propietarios y trabajadores asalariados del terciario– unidos en el rechazo, primero, de las consecuencias negativas que sobre ellos tiene el capitalismo y, también, en el interés común de construir un régimen socioeconómico socialista;


      d) como consecuencia de los factores anteriores, existencia de un sistema sociopolítico de elevada democratización interna, fundado en la participación consciente y organizada de los ciudadanos en la vida pública, ejercida en un régimen de amplias libertades pluralistas garantizado por un Estado de derecho con instituciones sólidas.


      Llegar al poder en un contexto semejante requiere, pues, que el movimiento popular sea por sí mismo –o mediante un juego de alianzas– capaz de reducir a las fuerzas conservadoras a una situación de aislamiento sociopolítico y militar que les impida recurrir a la guerra. Ello solo es posible si la lucha en torno al poder diferencia en los hechos la coexistencia con los sectores sociales que sin ser inicialmente partidarios del socialismo no pueden ser por sí mismos centro de oposición a la revolución –asalariados, trabajadores independientes, pequeños propietarios– y la negación sociopolítica y económica de la clase antagónica –la burguesía ligada al capital internacional–. Tal diferenciación entre coexistencia y negación es válida, también, en el periodo inicial de transición al socialismo. Que el movimiento socialista, aun siendo mayoritario antes y después de la toma del poder, acepte coexistir con los sectores no socialistas pero tampoco objetivamente antagónicos, requiere que les reconozca, sin prejuicios ni cálculos equívocos, derechos políticos y económicos que los integren voluntariamente a un proyecto de futuro en que sus intereses específicos sean compatibles con la transición hacia una sociedad socialista –la naturaleza y modalidad de esta etapa de transición es necesariamente distinta de la iniciada por la vía insurreccional–. Si aquella relación de coexistencia y complementariedad no se establece, esos sectores no pueden aceptar un gobierno de los trabajadores sino sometidos por la fuerza, lo que puede llevar a la clase obrera al aislamiento y a enfrentarse con la mayoría del resto del cuerpo social. Los sectores intermedios, en este supuesto, tienden a agruparse en torno al polo antagónico, reduciendo a la clase obrera a la «disyuntiva de ser martillo o yunque»: revolución socialista impuesta por la violencia (situación de guerra civil, estalle o no, y dictadura del proletariado) o contrarrevolución (masacre obrera e imposición de un régimen de dictadura burguesa). Esta disyuntiva solo se puede resolver por una modalidad u otra de enfrentamiento armado, cuya suerte depende muy especialmente del carácter específico de las fuerzas armadas del Estado. Si estas se identifican mayoritariamente con sectores distintos de los propiamente obreros, el enfrentamiento militar será desfavorable para las organizaciones obreras, de no intervenir una fuerza militar extranjera más poderosa en su apoyo, y viceversa. Lo que internacionaliza el conflicto social interno, dejándolo sometido a determinaciones externas al país. En cualquier caso, el sistema sociopolítico anterior al periodo del enfrentamiento armado queda destruido en sus estructuras e instituciones básicas. El país se instala en la guerra civil y en la dictadura.


      La instauración de un gobierno de orientación socialista por vía distinta de la insurreccional, requiere no solo la unidad de las organizaciones obreras sino, además, la alianza y/o coexistencia político-social de estas con las organizaciones representativas de los trabajadores de los sectores medios, tanto si comparten el gobierno como si se encuentran en la oposición. El respeto de los derechos políticos a los sectores sociales que no son propiamente la «vanguardia» revolucionaria, o que están en contradicción con ella, es indispensable para mantener a través de la expresión de las aspiraciones colectivas la identidad del cuerpo social.


      En la vía político-institucional, las relaciones sociales se canalizan a través de una dinámica de incitación-estímulo entre los sectores contradictoriamente diferenciados, que persigue la reestructuración socioeconómica y política de la sociedad a través de una estrategia indirecta que evite el conflicto violento y la ruptura de los mecanismos sociales de coexistencia e identificación colectiva. Para hacer posible que las armas de fuego –guerra civil en cualquiera de sus modalidades– resuelvan los antagonismos sociales, es precisa la subversión de estos mecanismos de ordenación y regulación social, abriendo el paso al enfrentamiento directo. Situación esta última en la que puede desembocar la vía político-institucional en la medida que sean destruidos o desvirtuados los mecanismos con que cuenta la sociedad para evitar su desintegración.


      Por su parte, la vía insurreccional contempla la agudización de las tensiones como camino hacia la polarización de las fuerzas sociales y, producido el conflicto, el proceso de relaciones sociales es regulado a través de la dinámica coerción-disuasión, que encuentra su resolución natural en el enfrentamiento violento entre las organizaciones antagónicas –estrategia directa.
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      La experiencia de Chile


      En la realidad práctica, la anterior diferenciación táctica suele presentarse entrelazada, cuando no combinada. En Chile, durante el gobierno de la Unidad Popular (UP), puede decirse que el ingreso en el periodo de transición al socialismo era concebido a través de una vía predominantemente indirecta por el Partido Comunista, el Radical, y una gran parte del Socialista y del MAPU. Otros sectores de estos dos últimos partidos y el Movimiento de Izquierda Revolucionaria (MIR) –que no formaba parte del gobierno– entendían, por el contrario, que solo instrumentando una política según las directrices de la táctica directa el socialismo podría abrirse camino en el país. A su vez, desde el punto de vista de las tácticas contrarrevolucionarias también se daba una contraposición semejante. Mientras el movimiento Patria y Libertad –inspirado en Falange Española–, el Partido Nacional y el sector Frei de la Democracia Cristiana oponían en mayor o menor grado a la acción de la UP una resistencia conforme a la táctica directa, el sector Tomic de la DC siempre lo hizo dentro de una indirecta.


      Tendremos ocasión de ver en los capítulos siguientes la influencia que sobre la suerte del gobierno de la UP tuvieron las discrepancias tácticas que coexistían en su seno.
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      En Chile, la unidad de los partidos obreros –Socialista y Comunista, coaligados en el Frente de Acción Popular– era de por sí suficiente en 1964 para agrupar a la mayoría de los obreros industriales y mineros. Si tomamos las 29 comunas de mayor densidad de mineros y las 24 comunas con mayor densidad de obreros industriales –con más del 40 por 100 de su población activa en el sector minero o industrial, respectivamente, según el censo de 1960– encontramos que la candidatura de Salvador Allende a la presidencia de la república reunía el 57,4 por 100 de los votos en las comunas mineras y el 44,6 por 100 en las industriales.


      En cambio, en las 26 comunas de mayor densidad de sectores medios –con más del 40 por 100 de la población activa ocupada en el sector terciario– la unión socialista-comunista no alcanzaba el 35 por 100 en las elecciones presidenciales de 1964 y 1970:
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      En los gráficos puede observarse cómo, en 1970, la incorporación formal a la alianza socialista-comunista del Partido Radical, del MAPU, el PSD y el API, todos originarios de los sectores medios[37], reafirmaron y consolidaron las tendencias observadas seis años antes en cuanto a la capacidad de concentración del electorado en torno a los partidos obreros. Algo semejante puede decirse respecto del comportamiento del electorado campesino[38], aunque entre 1964 y 1970 su apoyo a la candidatura de la izquierda unida se incrementó considerablemente.


      Durante los años inmediatos y posteriores a la instauración del gobierno de la Unidad Popular, la movilización política y la incorporación de nuevos sectores urbanos, campesinos, mineros y de obreros industriales al proceso revolucionario fue en ascenso, aunque a ritmo desigual (véanse gráficos 4, 5 y 6).
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      La solidez y fortaleza de la Unidad Popular reposaba en la acumulación de fuerzas que implicaba la alianza socialista-comunista desarrollada desde 1956, primero en el terreno sindical y, a partir de 1958, entre los dos partidos políticos. Ello significó no solo la unidad sindical en una sola central, a pesar de los esfuerzos de la derecha por quebrarla, sino una neta hegemonía socialista-comunista entre los trabajadores organizados. En mayo de 1972, con motivo de la elección del Consejo Nacional de la Central Única de Trabajadores, por sufragio individual directo, secreto y nacional de los afiliados, las listas agrupadas en la UP sumaban el 66,7 por 100 de los sufragios, frente a un 26,3 por 100 para la lista única de la oposición conservadora –DC– y un 2,5 por 100 para la extrema izquierda. En esta correlación entre los trabajadores se hallaba la fuerza real del gobierno de Allende.


      Unidad mayoritaria entre los trabajadores organizados que, no obstante, reflejaba todas las contradicciones de que las distintas listas electorales se hacían portavoces. Y entre los obreros ocurre un fenómeno semejante al que se da en el seno de los sectores medios: o las contradicciones internas cuentan con cauces e instituciones representativas capaces de expresar y defender sus diferencias –estructura democrática de relaciones–, o solamente una fuerza dictatorial puede negar las contradicciones mediante la represión violenta, lo que no logra sin el previo aplastamiento de la resistencia interpuesta por los afectados. La UP contaba con una estructura interna que permitía la unidad mayoritaria del movimiento obrero detrás del gobierno, asumiendo las contradicciones internas. Y en 1970 y en 1971, el conjunto de la UP mantuvo unas relaciones de coexistencia con los sectores medios de oposición que, al aceptar los intereses diferenciados entre ambos conjuntos, hizo posible que estos sectores medios prefirieran aceptar un gobierno de la UP antes que la alternativa que ofrecía la derecha.
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      Por ello, con ser condición sine qua non el apoyo mayoritario de los trabajadores, estos no pueden acceder al gobierno en un sistema democrático-representativo y usar del poder del Estado en un sentido anticapitalista, si no cuentan con una estructura de relaciones sociopolíticas con los sectores populares y medios de oposición tal, que les permita absorber las contradicciones sin negar su personalidad diferenciada ni reprimir violentamente sus proyectos de futuro. Ello solo es posible


      a) dentro de un sistema político democrático que repose en su aceptación por las fuerzas sociales mayoritarias del país, estructuradas de manera que puedan evitar una crisis del sistema político sin otra salida que el enfrentamiento violento, y


      b) en un sistema económico suficientemente coherente y dinámico para evitar que una crisis de sus mecanismos fundamentales no convierta en antagónicas las contradicciones de intereses entre los distintos sectores y capas sociales en los que se fundamenta el funcionamiento del sistema sociopolítico. En otros términos, evitar que los sectores populares y medios de oposición no se movilicen, bajo la dirección de la gran burguesía, en un frente común contra el bloque social popular.


      La transición al socialismo, en estas circunstancias, no puede ser la obra de una minoría, por más que sea mayoritaria en el seno de la clase obrera, sino de la mayoría de la sociedad –por más que existan contradicciones en su seno.


      En Chile se dieron estas circunstancias durante 1970 y 1971, pero la conversión del proceso revolucionario de mayoritario en minoritario tuvo lugar en el transcurso de 1972, bajo el impulso de las manifestaciones de crisis económica explotada políticamente por los partidos capitalistas, con lo que surgieron los rasgos distintivos comunes a todo proceso revolucionario socialmente minoritario. Un ejemplo significativo es el de la huelga, en mayo-junio de 1973, de una parte considerable de los obreros de la mina de cobre El Teniente. Los partidos de derecha respaldaron y estimularon las reivindicaciones laborales de los mineros, en parte justificadas por un craso error de la burocracia estatal, incitándoles a una marcha de protesta sobre Santiago, lo que aceptaron los huelguistas. Llegados a la capital, el 14 de junio, se produjo una situación altamente reveladora cuando pidieron audiencia al presidente de la república. El clima político en torno al conflicto estaba tan enrarecido por la propaganda de la oposición, que tanto los dirigentes de esta última como los del gobierno daban por descontado que el presidente Allende se negaría a recibir al comité de huelga. Para los medios de comunicación de derechas, se trataba de mostrar como enfrentados a los «trabajadores en huelga» y al «gobierno de los trabajadores», dimensión importante en el plan de preparación psicológica y legitimación previa del golpe de Estado cuya fecha estaba fijada para trece días después (27 de junio).


      Ante la sorpresa general, Allende ensaya un acuerdo que resuelva el conflicto minero y recibe oficialmente a una delegación de los huelguistas el mediodía del 15 de junio. Esa misma tarde, sin embargo, los partidos Socialista y Comunista emiten una declaración conjunta condenando la entrevista. Por primera vez, desde 1970, los partidos obreros desautorizaban públicamente al presidente de la república, y precisamente en relación con un conflicto protagonizado por un sector de trabajadores. En una enérgica respuesta al PS y al PC, Allende manifestó con énfasis –también públicamente– su resolución de reconocer la representatividad de todos los sectores obreros, aun de los que estando en contradicción con la UP o el gobierno recurrían a la huelga. Con ello Allende reiteraba su voluntad de mantener el sistema de resolución de las contradicciones sociopolíticas que había permitido a la UP llegar al gobierno en 1970 y dirigir el país durante más de dos años, la única vía existente en Chile para asegurar la continuidad del proceso revolucionario hacia el socialismo. Pero ya la crisis económica estaba resquebrajando la estructura sociopolítica sobre la que había reposado la táctica político-institucional de conquista de poder del Estado, y mientras los sectores medios de oposición venían deslizándose –en medio de grandes contradicciones y vacilaciones–, hacia la aceptación de una dictadura armada de la burguesía como alternativa al gobierno de la UP, los partidos obreros se veían arrastrados paulatinamente –aunque con profundas dudas sobre su viabilidad, en especial por parte del PC–, por la dinámica que conduce a la dictadura de la vanguardia del proletariado –sobre el resto del proletariado y la mayoría del cuerpo social– como barrera contra la masacre obrera o la guerra civil.


      Conviene tener presente, por otro lado, que la política altamente redistributiva del gobierno de la UP en favor de las masas asalariadas a lo largo de 1971 y 1972, se correspondía con su línea táctica no insurreccional. Existe una relación inversamente proporcional entre la disminución de la pauperización de los trabajadores y el desarrollo de las formas de lucha insurreccional. Por el contrario, en la medida que la evolución de la situación económica redujera el nivel de consumo de los sectores medios, estos iban a ser más receptivos a la aceptación de las formas insurreccionales de resistencia que promovía la derecha.


      En este sentido, el punto débil de la Unidad Popular eran los sectores medios urbanos. Contrariamente a la mayoría en aumento ininterrumpido con que contaba la UP entre los obreros y los mineros, la base social entre los sectores medios fue prácticamente constante entre 1965 y 1973.


      En la medida que el centro de gravedad de los sectores medios estuviera representado políticamente por la DC, la necesidad de que se inclinaran del lado obrero y no hacia el polo burgués hacía que la posibilidad de un acceso de la UP al gobierno por la vía político-institucional dependiera de su entendimiento con la Democracia Cristiana. Y solamente la coexistencia o acuerdo entre las fuerzas sociales de sustentación de ambos conglomerados políticos podía evitar la crisis general del sistema dentro del cual la UP ganó y ejerció la dirección del Estado. Siempre y cuando la propia UP no se hubiera convertido por sí misma en el centro de gravedad del bloque social dominante en el país, tanto social como política y militarmente, en cuyo caso su situación hegemónica habría incrementado su capacidad transformadora. Pero aun en este ultimo supuesto, no dejaba de estar planteada la necesidad de construir un sistema político en que el bloque social dominante resolviera a través de mecanismos de coexistencia, y no de negación, sus contradicciones internas, por un lado, y con los sectores sociales de oposición, por el otro lado. Semejante problema se presentó en los hechos a comienzos de 1972, cuando el régimen constitucional entró en crisis, periodo en el cual Allende resolvió abrir el debate sobre el carácter y contenido de una nueva organización estatal que atendiera a las exigencias de la transición al socialismo. La iniciativa quedó plasmada en el proyecto de Constitución que alcanzó a ser elaborado en agosto de 1972. Veremos más adelante por qué esta acción de Allende en favor del cambio de las instituciones estatales no fue compartida por la dirección de los partidos obreros.
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      A lo largo de 1972 y 1973, cuanto más progresaban las condiciones que impedían la coexistencia entre el bloque social UP y los sectores obreros, campesinos y medios no identificados con aquel, más se aproximaba el proceso revolucionario hacia las condiciones del enfrentamiento directo entre la vanguardia anticapitalista y las fuerzas contrarrevolucionarias. A medida que la vía político-institucional de conquista del poder por los trabajadores se veía inhabilitada, más emergía el conflicto armado como vía de solución de los conflictos entre las clases y sectores sociales.


      Cuanto más se desarrollaban las contradicciones entre el bloque de la UP y los sectores medios, cuya presencia dentro del aparato estatal era importante, más se agudizaba la crisis interna del Estado. Y a medida que este perdía legitimidad ante los sectores populares y medios de oposición, mayor era la tendencia a ver en el gobierno a su «enemigo», lo que los llevaba a desarrollar su capacidad de autodefensa, su código de seguridad. Es decir, ingresaban en la dinámica de la «violencia».


      Los sectores sociales de la alta y mediana burguesía se han encontrado tradicionalmente resguardados por la autoridad del Estado, así como por sistemas normativos de dirección y resolución de los conflictos –propiedad, influencia política directa, grupos de presión, etc.–. Un gobierno como el de la UP invertía la situación radicalmente, poniendo la autoridad del Estado al servicio de las clases populares y de la desarticulación de los sistemas normativos de la gran burguesía. La subversión de la autoridad gubernamental y, eventualmente, la destrucción de la autoridad de semejante Estado, se convierten así en necesidades imperiosas para los sectores sociales antagónicos con la acción del gobierno de la UP. Solo en la medida que entre estos sectores antagónicos no se hallen los medios, dejará la contrarrevolución de tener el terreno abonado para movilizarlos como frente de masas en contra de la clase obrera y demás componentes del bloque socialista. En la medida que la legitimidad del Estado llega a ser desafiada masivamente, el uso normativo de la violencia tiende a ser aceptado tanto por los grupos privados como por el propio régimen político. Situación en la que emergen al primer plano las instituciones coercitivas del Estado, en particular las armadas.


      Mientras subsiste la equivalencia entre los intereses del bloque social hegemónico, el carácter de las instituciones del Estado y la composición social de las Fuerzas Armadas profesionales, estas difícilmente se convierten en un factor de poder contrapuesto al de las instituciones civiles del Estado. De ahí que en los momentos en que la crisis de hegemonía del bloque social dominante conlleva las de las instituciones estatales, las Fuerzas Armadas tiendan a asumir directamente las tareas de ordenación y regulación de la sociedad.


      Un sistema político fascista o parafascista que ha logrado consolidar una alianza burguesía-sectores medios en torno a instituciones político-militares de composición e identidad social semejante, no ha sido derrocado nunca desde el interior. Ha habido necesidad de una guerra externa para derribar semejante aparato de Estado. La Alemania de Hitler y la Italia de Mussolini lo demostraron en su tiempo, y el Portugal de Salazar lo ha ratificado treinta años después. Hay que buscar en los frentes de batalla de sus colonias africanas la razón principal de la derrota militar del fascismo portugués.


      En un sociedad industrializada, con una clase obrera numerosa, la organización unitaria de esta en torno a objetivos de democratización política y económica, es el mayor desafío que puede amenazar el dominio del gran capital sobre los centros de poder de la sociedad. Semejante organización unitaria de los intereses representativos de la clase obrera será más factible y efectiva cuanto mejor asuma las diferencias internas, no para negarlas artificialmente sino para hallar en su resultante formas de acción conjunta. Solo una estructura de poder democrática en el seno de la clase obrera puede permitir su unidad en un sentido amplio. De este modo, en el desarrollo de la democracia interna las fuerzas obreras encuentran uno de los más importantes factores para potenciar su unidad.


      Sin embargo, la resolución de la crisis del Estado capitalista no puede ser asumida por la sola clase obrera, por más que su capacidad orgánica de acción sea el elemento más importante, sino por el conjunto de los sectores sociales sometidos a relaciones de explotación o discriminación por el modo capitalista de producción. Únicamente la alianza de las organizaciones representativas de la clase obrera con las de gran parte de los sectores medios –productivos y no productivos–, puede permitir al conjunto de estas fuerzas asumir una posición hegemónica en el conjunto del cuerpo social. Requisito indispensable para reordenar la sociedad al servicio de los trabajadores.


      En la negación de las estructuras de poder de la sociedad capitalista, en la afirmación y búsqueda de nuevas formas de organización del sistema productivo, de las relaciones de propiedad y sociales, existen sectores obreros y medios que –por motivos ideológicos o de intereses inmediatos–, no se incorporan positivamente a un proceso de transición hacia el socialismo. Antes de que las organizaciones representativas de los trabajadores controlen totalmente el poder, la alianza prosocialista debe evitar el enfrentamiento directo con aquellos sectores, base de masas de los movimientos contrarrevolucionarios y, eventualmente, fascistas, ligados al gran capital financiero-industrial, nacional e internacional.


      A partir de estas premisas, el periodo de transición al socialismo se ve caracterizado en la práctica por fenómenos como los siguientes:


      a) Amplias capas populares y de sectores medios solo aceptan incorporarse a una alianza centrada en torno a la clase obrera en la medida en que las organizaciones de esta no les exijan su satelización o sumisión, sino que les garanticen la libre manifestación de su personalidad social y política. En otras palabras, rechazan el reconocimiento del principio doctrinal de un partido hegemónico, por más que en los hechos sea la correlación de fuerzas concretas la que condiciona la evolución del proceso histórico.


      b) Aquellos sectores populares y pequeñoburgueses no identificados con el bloque prosocialista, pero en coexistencia con él, solo dejan de ser fácil terreno de maniobra contrarrevolucionaria cuando se sienten incorporados a un proceso de transformación social que, deliberada y sinceramente, requiera su colaboración, sin someterlos por medios coercitivos ni darles la impresión de estar siendo satisfechos temporalmente por el movimiento revolucionario mientras este acumula fuerzas suficientes para aplastarlos.


      Pero si la unidad de la clase obrera y su alianza con otros sectores populares puede, en determinadas circunstancias, llevar a la dirección del Estado a una coalición de fuerzas anticapitalistas, una simple alianza electoral no puede garantizar que un régimen de transición al socialismo se consolide y logre llevar a cabo las transformaciones socialistas si no existe unidad de dirección dentro de la coalición. Unidad de conducción tanto en el orden táctico –compartir el proyecto instrumental para lograr la meta estratégica–, como en el orgánico –creación de estructuras operacionales que permitan la unidad de decisión y de ejecución.


      En un proceso de conquista del poder por la vía insurreccional y la guerra civil, aquella unidad requiere más o menos fatalmente un partido único de la revolución, cuyo modelo más representativo es el bolchevique. En cambio, el partido único tipo bolchevique es incompatible con las exigencias intrínsecas de una vía hacia el poder distinta de la de la guerra civil, pues aquel entra en contradicción con el reconocimiento de la pluralidad política dentro de la clase obrera y sectores sociales aliados, así como de los derechos políticos de aquellos sectores con los que el bloque socialista coexiste mediante el reconocimiento de su personalidad diferenciada.


      Tendremos ocasión de contemplar más adelante cómo en Chile la UP no logró establecer la unidad de dirección. Y cómo en marzo de 1973, cuando Allende propuso medidas específicas para hacerla posible, fueron precisamente los partidos obreros, el PC y el PS, los que más resueltamente rechazaron caminar hacia la conducción unitaria solicitada por el presidente de la república. ¿Por qué? Habría que considerar la concepción del partido dominante en el seno del PC y del PS para encontrar la respuesta a aquella negativa, que resultó trascendente y decisiva para abrir paso a la masacre obrera en septiembre de 1973. Inadecuación entre algunas dimensiones de la teoría del partido, por un lado, y las exigencias concretas del proceso revolucionario en 1973, cuyo costo para los trabajadores chilenos ha sido invalorable.


      Insurrección y contrainsurrección


      Un gobierno de organizaciones obreras, cualquiera que sea la vía seguida para su iniciación, solo puede mantenerse en la medida en que conserve y consolide la hegemonía del bloque social, cuyo apoyo le ha permitido instaurarse. Cuanto mayor sea la capacidad de acción en contra del gobierno revolucionario, desde dentro y desde fuera del país, más rígido necesitará ser el control de aquel sobre los centros de poder de la sociedad. Cuanto más minoritaria sea la base social de sustentación del nuevo régimen, menos podrá tolerar la oposición –tanto la del antiguo bloque social dominante como la que pueda surgir en el seno de las mismas organizaciones obreras–. Es una lógica vivida por todas las experiencias históricas de insurrección que han llevado a la dictadura del proletariado, cuyo origen es consustancialmente incompatible con el reconocimiento de los derechos políticos a la oposición burguesa, y cuya evolución ha sido siempre contraria a toda «oposición obrera» organizada. La Revolución bolchevique tardó varios años en descubrirlo, pero lo confirmó y hasta lo convirtió en norma en el sistema estalinista.


      La necesidad de un ejército popular capaz de vencer al ejército profesional del Estado prerrevolucionario, el desconocimiento y negación del régimen legal de este último, el desplazamiento del centro de decisiones políticas del aparato del Estado al del partido que dirige la insurrección, la prohibición de toda oposición interior y el control estricto de todo tipo de comunicación y relaciones con países extranjeros no revolucionarios, forman parte de una misma dialéctica de toma y mantenimiento del poder a través de la insurrección obrera y del desarrollo de un régimen sociopolítico capaz de contener una eventual insurrección contrarrevolucionaria.


      Así como los fundamentos sobre los que reposa la vía político-institucional de conquista del poder por las organizaciones obreras son distintos de los de la insurreccional, también un gobierno popular instalado sin recurso a la guerra civil tiene que instrumentar una política contrainsurreccional totalmente distinta de la desarrollada por los regímenes de dictadura del proletariado. No establecer la diferencia conduce a confusiones que pueden ser trágicas.


      La teoría política marxista, clásica y contemporánea, siempre ha dado por descontado que las fuerzas antisocialistas, tanto desde dentro como desde fuera del país, no se resignarían a aceptar sin resistencia la instauración y fortalecimiento de un régimen anticapitalista mientras contaran con medios para ello. Pero todo cuanto ha desarrollado la teoría y la práctica de las tácticas y técnicas contrainsurreccionales propias de los regímenes instaurados a través de una guerra, ha elaborado poco las exigencias socioeconómicas, militares y políticas para evitar la insurrección contra un gobierno popular instalado sin previo enfrentamiento armado.


      Hagamos una primera referencia al problema militar. Un gobierno representativo de las organizaciones obreras instalado legalmente a través del sufragio universal puede quizá considerar, como Engels, en la Alemania de 1892, que


      la legalidad […] trabaja de maravilla en nuestro provecho, tanto que sería una locura por nuestra parte conculcarla mientras las cosas sigan a este ritmo. Es mucho más correcto preguntarse si no serán más bien los burgueses […] quienes violarán la ley y el derecho para aplastarnos por la violencia.


      pero difícilmente puede compartir su conclusión


      pero dejemos que se desenvuelvan los acontecimientos. Mientras tanto, disparen ustedes primero, señores burgueses[39].


      Antes de la Primera Guerra Mundial, y de la ruptura de la II Internacional Socialista, los partidos obreros de los países más industrializados, partidarios del acceso al poder por un camino distinto del insurreccional, apenas iban más allá que Engels. Así, cuando Kautsky formula directamente la cuestión


      si nosotros debemos quitarnos de la cabeza la idea del pueblo resistiendo por la fuerza de las armas a las armas de la fuerza pública, ¿debemos por ello entender que jamás el proletariado resistirá por la fuerza a los golpes de fuerza de sus adversarios? Delante de un golpe de Estado, ¿permaneceremos indefensos? ¿Acaso no hay para nosotros ninguna otra arma política más que el boletín de voto?[40].


      su respuesta es la misma que, durante décadas, continuaron compartiendo los movimientos obreros de los países industrializados con regímenes democráticos: «¡la huelga general!».


      Si la historia del movimiento obrero, en los países más desarrollados económica y políticamente, ha demostrado la validez de la primera parte de las proposiciones que mencionamos como ilustración de una opinión generalizada en los partidos obreros, la experiencia de los años veinte en Italia, y la de los años treinta en Alemania y España, mostraron ya hasta qué punto la huelga general era un instrumento impotente para atajar el camino a las dictaduras de carácter fascista.


      Es digno de asombro observar la longevidad entre los movimientos obreros del culto místico a la huelga general como instrumento de disuasión de la contrarrevolución en coyunturas de crisis de hegemonía social, a pesar de los reiterados y espectaculares fracasos históricos que ha experimentado. Ninguna huelga general obrera que no haya sido respaldada por trabajadores en armas, ha derrocado nunca un régimen que ha contado con un aparato represivo dispuesto a defenderlo, ni tampoco ha impedido la toma del poder por las fuerzas antisocialistas cuando estas han contado con un ejército dispuesto a respaldarlas, de modo activo o pasivo. Es igualmente una ilusión la disyuntiva que establecía Rosa Luxemburgo como culminación de la huelga general revolucionaria


      entonces, o la huelga general es ahogada en sangre, o los soldados hacen causa común con el pueblo y este asume la dirección del Estado, […] la huelga general, desde ese punto de vista, no es otra cosa sino la revolución sin armas[41].


      Sin armas, la huelga general como «revolución proletaria» tiene en realidad una disyuntiva distinta: o masacre obrera o guerra civil. Sin intervención, directa o indirecta, de una fuerza militar extranjera del lado de las organizaciones obreras, el ejército de un Estado moderno cuya estabilidad se halla seriamente amenazada, o se mantiene unido ante los huelguistas –y es la masacre– o se divide –y es la guerra civil.


      En Chile, entre 1970 y 1973, los sindicatos y partidos obreros de nuevo creyeron que la huelga general y la ocupación de empresas era la mejor respuesta en el caso de que la derecha intentara un golpe de Estado. Así fue repetido públicamente durante tres años en múltiples ocasiones. Pero aunque hubo varias huelgas generales obreras en respaldo del gobierno de la UP, cuando estalló el primer putsch, la mañana del 29 de junio de 1973, no fue tanto la orden inmediata de huelga general y la ocupación de los centros de trabajo la que detuvo a los putschistas, como la acción de un sector del propio Ejército. El 11 de septiembre siguiente, bastó que este sector del ejército no pudiera actuar para que la ocupación de empresas terminara en baño de sangre. Y ni siquiera hubo necesidad de que los dirigentes convocaran la huelga general: los propios putschistas ordenaron el lock-out total. Cuando una semana después el nuevo régimen dio orden de reanudar el trabajo, decenas de miles de obreros habían sido asesinados o estaban detenidos, la organización sindical y de los partidos destruida, sus líderes asesinados o en fuga. Solo estos no cumplieron la orden militar de incorporarse a sus puestos de trabajo; el resto, el millón de afiliados a la Central Única de Trabajadores, lo hizo escrupulosamente.


      Evidentemente, ni Engels, ni Rosa Luxemburgo, ni las organizaciones obreras italianas y alemanas que se opusieron a la llegada al poder de Mussolini y Hitler, ni la izquierda chilena contaban con un ejército popular que oponer al profesional del Estado. Afirmar después: ¡debieron crearlo!, es un recurso que evita el fondo del problema: no lo crearon porque no era posible hacerlo… –cualesquiera que hubiesen sido sus deseos–. Y, sin embargo, las teorías políticas socialistas, particularmente la marxista, hace más de un siglo que se enfrenta con el problema militar en relación con el poder del Estado, sin haberlo hecho avanzar mucho más allá de donde se encontraba al término de la Primera Guerra Mundial y comienzo de la Revolución bolchevique. El debate en torno a él entre las distintas corrientes de los partidarios obreros europeos antes de la muerte de Lenin, todavía está vivo. En Chile, demostró encontrarse lejos de estar resuelto, lo que contribuyó de modo considerable a facilitar el baño de sangre del 11 de septiembre de 1973.
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Cuadro 3. Resultados de la eleccion
del Consejo Directivo Nacional de la CUT (mayo de 1972)

N.°de N.°de
Tendencia politica votos % dirigentes
recibidos clegidos
1. Comunista (UP) 173.068 30,89 18
2. Socialista (UP) 143.140 2644 16
3. Democracia Cristiana (DC) 147.531 26,33 16
4. MAPU (disidentes demécrata-
cristianos de la UP) 25983 4,63 2
5. Radical (UP) 21.910 391
6. Movimiento de Izquierda
Revolucionario (MIR,
guevarista) 10.192 1,81 1
7. Unién Socialista Popular
(disidentes socialistas, no =
miembros de la UP) 5.420 0,96
8. Izquierda radical 3.572 0,63 -
9. Comunista revolucionario
(maoista) 3.330 0,59 a
10. Izquierda cristiana (disidentes
demécrata-cristianos de la UP) 3216 0,57 -
11. Social-demécratas (UP) 1.616 0,28 -
12. Independientes 1.599 0,28 -
13. Anarquistas 673 0,12 =
14. Blancos y nulos 13.990 249 -
TOTAL 555.240 99,93 55






OEBPS/Images/Grafico5_fmt.jpeg
70

60

50

40

30

20

10

Griéfico 5. Comunas industriales.
Elecciones municipales de 1967 y 1971

695
=]
61,2 {Abstencion|

31,0 306

27,7
Oposicion

135

1967 1971 1967 1971






OEBPS/Images/siglo-ESPANA_fmt.jpeg
SIGLO





OEBPS/Images/Grafico3_fmt.jpeg
Grifico 3. Comunas urbanas.
Evolucion electoral entre las elecciones presidenciales de 1964 y 1970

70
| __——ero
656
& 60,8 Oposicién Abstencion|
DC
50
lesgandri
e 39,1
Allende
344 saf— |
33,0 33,0
30 Allende
27,9
Tomic
20
16,0
L—=
Derecha 141
10

1964 1970 1964 1970 1964 1970





OEBPS/Images/cubierta_fmt.jpg
Joan E. Garcés

Allendeyla
experiencia chilena

Las armas de la politica






OEBPS/Images/Grafico2_fmt.jpeg
Grifico 2. Comunas industriales.
Evolucién electoral en las parlamentarias de 1965, 1969 y 1973

70

Abstencién
0558 N
Oposicion
52,6
@ 498
6.9 474
uP
40
36,9
30
5.9

20

171 55

10

1965 1969 1973 1965 1969 1973





OEBPS/Images/Grafico6_fmt.jpeg
70

50

40

30

20

10

Grifico 6. Comunas mineras.

Elecciones municipales de 1967 y 1971

Abstencién

54,7

UP/[593

44,0

Oposi

| ——pes
216

1967

1971

1967

1971






OEBPS/Images/Tabla_fmt.jpeg
Variables
independientes

Variables
intervinientes

Variables dependientes

Praxis y capacidad
orgdnica de la clase
obrera.

Caricter de la
estructura econémica
y dependencia
respecto del sistema
capitalista
internacional.

Capacidad de
mediatizacion

de los sistemas
internacionales
capitalista y socialista.

Nivel de las
contradicciones entre
los sectores sociales y
la estructura de las
alianzas en torno a los
polos burgués y
proletario.

Carécter del Estado
y del régimen politico.

Naturaleza de la crisis
del sistema capitalista.

Resolucion a través de
o sin guerra (civil o
internacional) del
conflicto de
hegemonia de los
bloques sociales
antagénicos.






OEBPS/Images/Grafico1_fmt.jpeg
Grifico 1. Comunas mineras.
Evolucion electoral en las parlamentarias de 1965, 1969 y 1973*

70

65,4

o P Abstencion

57,4

50

418
40

37,8

34,6

30

242
20 22,1

10

1965 1969 1973 1965 1969 1973

* Los porcentaes de 1973 corresponden a la votacién obtenida por el conjunto de los par-
tidos de la UP, por un lado, y de la oposicién (PN, PDC PDR, PIR, PDN), por otro lado.
En las clecciones de 1964 y 1965 sc ha procedido, a cfectos de precisar mejor I compara-
cién, a una reordenacién retrospectiva, comuna por comuna, de las alianzas de 1973. Asf,
enla UP se contabilizan, para 1964, 1965 y 1969, las votaciones del PC, del PS, de la Unién
Socialista Popular, del Partido Social Demécrata y la mitad de la del Partido Radical. En la
oposicion, para los mismos afios, se acumulan los sufragios del PDC, PN, PDN y la mitad
de la votaci6n del Partido Radical, ya que este se escindié en tres corrientes en 1969y 1972,
agrupindose dos de cllas contra la UP en 1973. En los grificos posteriores se reproduce cl
mismo cilculo.
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Cuadro 1. Vias directa e indirecta hacia un nuevo orden
sociopolitico en relacion con la guerra civil
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Grifico 8. Comunas urbanas. Evolucién electoral entre 1964 y 1973

L

1

67,0

sl Oposicién

611

574

50

418
r

1 UP) 383

ad o8 554

£

i

13

2

<

10

Elecciones 1566 1585 67 RN oy weiTeEs %7 GRS o
Par Mn, Par. Pres. Mun. Par





OEBPS/Images/Grafico4_fmt.jpeg
Grifico 4. Comunas urbanas. Elecciones municipales de 1967 a 1971
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Cuadro 2. Chile 1910-1913. Tacticas revolucionarias
y contrarrevolucionarias
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